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Pueblos indígenas y tribales 

Argentina 
Convenio sobre pueblos indígenas y tribales, 1989 (núm. 169) 
(ratificación: 2000) 
La Comisión toma nota de los comentarios de la Confederación General del Trabajo (CGT) de 29 de octubre de 

2010 sobre las cuestiones pendientes, en particular la necesidad de establecer mecanismos adecuados de consulta, y de los 
comentarios de la Central de los Trabajadores de Argentina (CTA) de 31 de agosto de 2011 que se refieren a las 
cuestiones pendientes, en particular a desalojos violentos de comunidades indígenas de los territorios que ocupan 
tradicionalmente. La Comisión pide al Gobierno que envíe sus comentarios al respecto. 

Seguimiento de las recomendaciones del Comité tripartito (reclamación presentada en virtud del artículo 24 de la 
Constitución de la OIT). En comentarios anteriores la Comisión tomó nota del informe adoptado en noviembre de 2008 
por el Consejo de Administración (documento GB.303/19/7) sobre la reclamación presentada en virtud del artículo 24 de 
la Constitución de la OIT por la Unión de Trabajadores de la Educación de Río Negro (UNTER), en el cual el Consejo 
examinó cuestiones relativas a la consulta a nivel nacional y a la consulta, participación y ejercicio de actividades 
tradicionales de los pueblos indígenas en la provincia de Río Negro y pidió al Gobierno que: 

a) continúe desplegando esfuerzos para fortalecer el Consejo de Participación Indígena y para garantizar que al realizarse las 
elecciones de representantes indígenas en todas las provincias se convoque a todas las comunidades indígenas e 
instituciones que las comunidades consideren representativas; 

b) desarrolle consultas respecto de los proyectos a los cuales se refirió en los párrafos 12 y 64 del informe y que prevea 
mecanismos de consulta con los pueblos indígenas cada vez que se prevean medidas legislativas o administrativas 
susceptibles de afectarles directamente. La consulta debe efectuarse con la suficiente antelación para que pueda ser efectiva 
y significativa; 

c) al implementar la ley núm. 26160, asegure la consulta y la participación de todas las comunidades e instituciones realmente 
representativas de los pueblos indígenas susceptibles de ser afectados directamente; 

d) en el marco de las atribuciones concurrentes Estado nacional-provincias se asegure de que en la provincia de Río Negro se 
establezcan mecanismos de consulta y participación efectivos con todas las organizaciones realmente representativas de los 
pueblos indígenas según lo establecido en los párrafos 75, 76 y 80 del informe del Consejo de Administración y, en 
particular, en el proceso de implementación de la ley nacional núm. 26160; 

e) en el marco de la implementación de la ley núm. 26160 despliegue esfuerzos sustanciales para identificar, en consulta y con 
la participación de los pueblos indígenas de la provincia de Río Negro: 1) las dificultades en los procedimientos de 
regularización de las tierras y para elaborar un procedimiento rápido y de fácil acceso que responda a las exigencias del 
artículo 14, apartado 3, del Convenio; 2) la cuestión del canon de pastaje de acuerdo a lo indicado en el párrafo 92 del 
informe del Consejo de Administración; 3) los problemas para la obtención de la personería jurídica, y 4) la cuestión de las 
comunidades dispersas y sus derechos sobre la tierra, y 

f) despliegue esfuerzos para que en la provincia de Río Negro se adopten medidas, incluyendo medidas transitorias, con la 
participación de los pueblos interesados, para que los crianceros indígenas puedan acceder fácilmente a los boletos de 
marcas y señales, y ejercer en igualdad de condiciones su actividad de crianceros y para fortalecer esta actividad en los 
términos del artículo 23 del Convenio. 

La Comisión toma nota de que según la CTA y la CGT, las recomendaciones formuladas por el Comité tripartito no 
se han aplicado. 

La Comisión toma nota de que, en cuanto al fortalecimiento de los mecanismos de consulta y participación, el 
Gobierno informa que, con miras al fortalecimiento del Consejo de Participación Indígena (CPI) y a la participación de 
todas las comunidades indígenas e instituciones que las comunidades consideren representativas, se convoca a las 
comunidades inscriptas en el Registro Nacional de Comunidades Indígenas (RENACI) y en los registros provinciales. 
Según el Gobierno, también pueden participar comunidades no inscriptas con el consentimiento mayoritario de las demás 
comunidades. Para garantizar la transparencia del proceso, en las asambleas comunitarias participa el Instituto Nacional de 
Asuntos Indígenas (INAI) y se respetan los procesos de los pueblos originarios en la elección de sus representantes. 
Asimismo, se otorga una suma de dinero a los representantes para que puedan recorrer sus comunidades y se realizan 
encuentros nacionales en los que participan los representantes de todos los pueblos indígenas para alcanzar acuerdos y 
fijar prioridades. También se han llevado a cabo talleres y seminarios. 

En lo que respecta a los proyectos legislativos en curso y la consulta al respecto con los pueblos indígenas, la 
Comisión toma nota de que el Gobierno se había referido, en el marco de la reclamación, a una serie de proyectos de ley 
en trámite, a saber: proyecto de ley modificando el Código de Minería en lo relativo a la participación de las comunidades 
indígenas; proyecto de ley declarando la propiedad comunitaria indígena en todo el territorio nacional en situación de 
emergencia de proyecto de ley estableciendo los derechos de propiedad intelectual de los pueblos indígenas; proyecto de 
ley sobre regulación de las relaciones entre las autoridades del Sistema Judicial Nacional y Federal y las autoridades de los 
pueblos indígenas; proyecto de ley creando el sistema de consulta indígena; proyecto de ley estableciendo la mediación 
penal como forma alternativa de resolución de conflictos surgidos del sistema penal; régimen de propiedad comunitaria 
indígena: emergencia y regulación, derogación de los artículos 2, 4, 7, 11 y 12 de la ley núm. 23302, y régimen sobre 
comunidades indígenas. A este respecto, la Comisión toma nota de que según el Gobierno, los mismos no han tenido 
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tratamiento con excepción de los que culminaran con la sanción de la ley núm. 26160, de 2006, que declara la emergencia 
en materia de posesión y propiedad de las tierras que tradicionalmente ocupan las comunidades indígenas y suspende 
temporalmente la aplicación de sentencias judiciales, actos procesales o administrativos cuyo objeto sea el desalojo o 
desocupación de dichas tierras de las comunidades indígenas inscritas en el RENACI. La ley determina que el INAI 
deberá llevar adelante el relevamiento técnico y legal de las tierras ocupadas por las comunidades indígenas. También se 
emitieron el decreto reglamentario núm. 1122/07 y la resolución del INAI núm. 587/07 relativa al Programa Nacional de 
Relevamiento Territorial de Comunidades Indígenas. El Gobierno indica que en los procesos de adopción de estas 
disposiciones participaron los representantes del CPI. En lo que respecta a la implementación de la ley núm. 26160, la 
Comisión toma nota de que el Gobierno señala que las comunidades indígenas participaron en la redacción y ejecución del 
Programa Nacional de Relevamiento Territorial de Comunidades Indígenas mencionado.  

En lo que respecta al establecimiento de mecanismos de consulta y participación efectivos en la provincia de Río 
Negro con todas las organizaciones realmente representativas de los pueblos indígenas, el Gobierno indica que los pueblos 
Mapuche y Mapuche-Tehuelche se organizan en la coordinadora del parlamento del pueblo Mapuche el cual evalúa y 
propone candidatos a los cargos de consejeros y presidentes del Consejo de Desarrollo de Comunidades Indígenas 
(CODECI). El CODECI es un órgano de cogestión entre el Estado provincial y el pueblo Mapuche y que participa en el 
Programa provincial de Río Negro, en particular como ejecutor del Relevamiento Territorial de Comunidades Indígenas 
(RETECI).  

En lo que respecta a la identificación, en consulta con los pueblos indígenas de la provincia de Río Negro, de las 
dificultades para la titularización de tierras, la Comisión toma nota de que el Gobierno señala que, se ha celebrado un 
convenio entre el INAI y el CODECI y se asignó un presupuesto con miras a la implementación del Programa provincial 
de relevamiento territorial habiéndose identificado 126 comunidades. En dicho programa se cuenta con asistentes técnicos 
de origen indígena. El Gobierno se refiere asimismo a las diferentes actividades llevadas a cabo con participación indígena 
en la provincia en 2009.  

En cuanto a las medidas adoptadas para que los crianceros indígenas puedan acceder fácilmente a los boletos de 
marcas y señales y ejercer en igualdad de condiciones su actividad de crianceros, la Comisión toma nota de que el 
Gobierno señala que el INAI ha firmado un convenio con la provincia de Río Negro (convenio núm. 156/01) mediante el 
cual la personería jurídica de las comunidades se registra ante la Dirección de Personería Jurídica y el Consejo de 
Desarrollo de Comunidades Indígenas de la provincia. En cuanto a las marcas y señales, el Gobierno indica que a aquellos 
pobladores cuyas tierras no han sido regularizadas les resulta difícil conseguir la titularidad de las marcas y señales, lo 
cual dificulta la circulación de los animales para su comercialización. 

Teniendo en cuenta las informaciones proporcionadas, la Comisión pide al Gobierno que: 

i) continúe tomando las medidas necesarias para que cuando se prevea adoptar una medida administrativa o 
legislativa susceptible de afectar directamente a los pueblos indígenas, se los consulte de manera apropiada; 

ii) informe si los diversos proyectos de ley mencionados siguen en trámite o han sido dejados de lado e indique toda 
evolución respecto de aquellos que se encuentran todavía en trámite; 

iii) informe sobre el impacto de la implementación de la ley núm. 26160 y del Programa Nacional de Relevamiento 
Territorial de Comunidades Indígenas en la práctica, en particular, sobre el número de comunidades 
beneficiadas y la cantidad de tierras regularizadas; 

iv) continúe informando sobre los avances realizados en el proceso de relevamiento territorial llevado a cabo con la 
participación de las comunidades indígenas afectadas y de las dificultades encontradas en dicho proceso, 
incluyendo sobre la cuestión del canon de pastaje y la cuestión de las comunidades dispersas y sus derechos sobre 
la tierra; 

v) informe sobre el número de comunidades indígenas registradas, el número de registros pendientes, las eventuales 
denegaciones de registro así como los motivos de tales denegaciones; 

vi) tome las medidas necesarias para que en la provincia de Río Negro se adopten medidas, incluyendo medidas 
transitorias, con la participación de los pueblos interesados, para que los crianceros indígenas puedan acceder 
fácilmente a los boletos de marcas y señales, y ejercer en igualdad de condiciones su actividad de crianceros y 
para fortalecer esta actividad en los términos del artículo 23 del Convenio. 

Desalojo de comunidades. La Comisión toma nota de los comentarios de la CTA de 31 de agosto de 2010 y de 31 
de agosto de 2011 y de la Asociación de Profesionales de Salud de Salta (APSADES) de 12 de junio de 2009 sobre 
desalojos, a veces violentos, de comunidades indígenas, sin tener en cuenta la ley núm. 26160 que había suspendido tales 
desalojos. La Comisión toma nota de que la CTA se refiere a desalojos principalmente en Tucumán, Neuquén, Formosa y 
Chaco. En particular, denuncia el desalojo violento de la comunidad Chuschagasta en Tucumán, el 12 de octubre de 2009, 
en el que resultó muerto un miembro del consejo de ancianos y heridos varios otros representantes; el desalojo de la 
comunidad India Quilmes; el desalojo de la comunidad Paichil Antriao (respecto de la cual la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos (CIDH) dictó medidas cautelares el 6 de abril de 2011-MC 269/08), y el desalojo violento de la 
comunidad Toba-Qom de Navogoh, La Primavera, en la provincia de Formosa, en el marco del cual se produjeron las 
muertes de dos miembros de dicha comunidad con fecha 23 de noviembre de 2010. La Comisión observa que el Gobierno 
sólo envía una respuesta de carácter general sobre esta cuestión en su memoria. 
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La Comisión toma nota también de que la APSADES comunica un informe del Equipo Nacional de Pastoral 
Aborigen (ENDEPA) en el que también se hace referencia al desalojo de comunidades de los territorios que ocupan y la 
demora en la titularización de tierras. ENDEPA también se refiere a una serie de casos concretos de violaciones de los 
derechos de los pueblos indígenas, en particular: la explotación minera contaminante sin consultar a los pueblos indígenas 
que se ven afectados directamente por las mismas en la provincia del Chaco; la atribución de territorios ancestrales en 
propiedad a una universidad en la provincia de Misiones; la explotación minera en la provincia de Jujuy y en la provincia 
de Chubut sin consulta previa con las comunidades indígenas afectadas, y alegatos de discriminación contra miembros de 
las comunidades indígenas. ENDEPA añade que en seguimiento a las denuncias planteadas respecto de todos estos 
alegatos, el INAI inició el expediente núm. INAI-50395-2008. A este respecto, la Comisión toma nota de que, en su 
respuesta, el Gobierno se limita a resumir los alegatos del ENDEPA sin dar una respuesta precisa. 

Destacando la gravedad de los alegatos, la Comisión pide al Gobierno que: 

i) tome las medidas necesarias para que se investiguen los alegatos relativos al desalojo violento de las 
comunidades mencionadas y la muerte de miembros de las comunidades indígenas Chuschagasta en Tucumán y 
Toba Qom de Navogoh en Formosa; 

ii) informe sobre la evolución del trámite administrativo del expediente núm. INAI-50395-2008 mencionado por 
ENDEPA respecto a las denuncias sobre los hechos mencionados y sobre el desalojo de la comunidad Paichil 
Antriao, y 

iii) en consulta con los pueblos indígenas afectados tome medidas con miras a dar una solución adecuada a cada 
uno de los conflictos planteados, en conformidad con la ley núm. 26160 que dispuso la suspensión de los 
desalojos. 

Artículos 2 y 33 del Convenio. Política coordinada y sistemática. En sus comentarios anteriores, la Comisión 
pidió al Gobierno que enviara información detallada sobre los mecanismos de elección de los delegados indígenas del 
Consejo de Coordinación previsto en la ley núm. 23302/85, y que indicara si dichos mecanismos garantizan que los 
pueblos indígenas pueden elegir a sus representantes sin injerencia alguna. A este respecto, la Comisión toma nota de que 
el Gobierno indica que la resolución del INAI núm. 41/08 determina los mecanismos de designación de los representantes 
indígenas del Consejo de Coordinación a través de asambleas comunitarias regionales en las que participan las máximas 
autoridades comunitarias y los representantes de cada pueblo. Estos representantes son elegidos por cada una de las 
comunidades de acuerdo con sus propios procedimientos. El INAI acompaña dichos procesos, y las resoluciones de 
designación deben ser ratificadas por decreto del Poder Ejecutivo nacional. En cuanto a la designación de los miembros 
del Consejo de Participación Indígena (CPI), la Comisión toma nota de que según la CTA, los mismos son elegidos por 
las provincias en vez de ser elegidos por las comunidades, tienen funciones reducidas y carecen de participación real en 
las decisiones del INAI. A este respecto, la Comisión toma nota de que el Gobierno indica que el CPI está integrado por 
100 representantes de más de 30 pueblos. La Comisión toma nota de que según el Gobierno, en 2011 se deberían renovar 
los representantes debiendo elegirse dos representantes por cada comunidad de un mismo pueblo en cada provincia, con 
un mandato de tres años. La Comisión pide al Gobierno que continúe informando sobre el funcionamiento del Consejo 
de Coordinación, en particular sobre la elección de los representantes de los pueblos indígenas y la periodicidad de las 
reuniones de dicho Consejo y su agenda. La Comisión pide al Gobierno que indique los límites para el ejercicio de sus 
poderes al emitir el decreto que ratifica la elección de los miembros del CPI. La Comisión pide al Gobierno que 
acompañe copia de las actas de las reuniones del Consejo de Coordinación. La Comisión pide también al Gobierno que 
indique el modo en que los Consejos de Participación Indígena participan en las decisiones adoptadas por el INAI. 
Asimismo, observando que el Gobierno no ha enviado la información solicitada en cuanto al reparto de competencias y 
los mecanismos de coordinación establecidos entre el Consejo de Coordinación y el Consejo Asesor (previstos en la ley 
núm. 23302/85), por un lado, y el Consejo de Participación Indígena (CPI) (previsto en la ley núm. 26160), por el otro, 
la Comisión reitera su solicitud al respecto. 

Artículos 6 y 7. Consulta y participación. La Comisión toma nota de que en lo que respecta al Plan de acción en 
materia de participación y consulta elaborado en el marco de un seminario taller que se realizó en mayo de 2007, el 
Gobierno informa que se conformó la Dirección de Afirmación de los Derechos Indígenas cuyo titular será designado a 
propuesta de las organizaciones indígenas (decreto nacional núm. 702/201). El Gobierno añade que se avanza en la 
reglamentación del derecho a la participación y la consulta, para lo cual el INAI conformará una comisión de análisis e 
instrumentación legislativa junto con las organizaciones indígenas y el Consejo de Participación Indígena. La Comisión 
pide al Gobierno que informe sobre todo avance en la reglamentación del derecho de participación y consulta y pide al 
Gobierno que tome las medidas necesarias para asegurar que la misma está en conformidad con el Convenio. 

Comentarios presentados por la Unión de Trabajadores de la Educación de Río Negro (UNTER) con fecha 28 de 
julio de 2008. La Comisión toma nota de que, en sus comentarios, la UNTER se refiere a las siguientes cuestiones: el 
otorgamiento de permisos de exploración y de explotación de hidrocarburos en la provincia de Río Negro (cuencas 
hidrocarburíferas neuquina, del Colorado del Ñirihuau y del Cañadón Asfalto-meseta de Somuncurá); establecimiento de 
áreas naturales protegidas en la provincia de Río Negro sin haber realizado consultas con los pueblos mapuche que habitan 
en la zona y no reconocimiento de derechos y desalojo de las comunidades mapuche de las tierras que ocupan 
tradicionalmente (comunidad Quintupuray; comunidad del Lof Mariano Epulef). La Comisión lamenta que el Gobierno 
no haya enviado sus comentarios al respecto y le pide que lo haga sin demora. 
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Artículo 14. Tierras. La Comisión había pedido al Gobierno que informara sobre los progresos y dificultades 
relativos al proceso de regularización de las tierras tradicionalmente ocupadas por los pueblos indígenas en virtud de la 
aplicación de la ley núm. 26160 de emergencia en materia de propiedad y posesión de tierras tradicionalmente ocupadas. 
A este respecto, la Comisión toma nota de que el Gobierno informa que: 1) el Programa Nacional de Relevamiento 
Territorial de Comunidades Indígenas (RE.TE.C.I.) ha celebrado siete convenios específicos en diversas provincias con el 
fin de que se lleve a cabo el relevamiento técnico jurídico y catastral en los respectivos territorios. En abril de 2010, 
culminó el relevamiento en las provincias de Córdoba, Entre Ríos, Tierra del Fuego, La Pampa y San Juan y se encuentran 
pendientes de ejecución las provincias de Mendoza, Neuquén, Misiones, San Luis, Formosa, Corrientes y La Rioja. El 
Gobierno indica que la aplicación del programa ha generado el recrudecimiento de los conflictos entre las comunidades, 
por un lado, y las familias criollas, «intereses económicos e intereses locales», por otro, lo cual ha dado lugar a la 
reticencia de los organismos provinciales en aplicarlo; 2) se deben relevar 13.460.000 has., de las cuales 4.000.000 fueron 
titularizadas o identificadas antes de la ley núm. 26160; y 2.955.838 has. fueron relevadas después de dicha ley; 3) la ley 
núm. 26554 prorrogó los plazos previstos en la ley núm. 26160 para el relevamiento y prorrogó también las suspensiones 
de desalojos hasta noviembre de 2013, y amplió el monto del fondo especial en $ 30.000.000 para avanzar con la 
demarcación de tierras; 4) el Programa de Regularización y Adjudicación de Tierras a la Población Aborigen de Jujuy 
(PRATPAJ) ha procedido a la regularización de aproximadamente 1.312.645 has. El Gobierno, remitiéndose al informe 
provincial, da cuenta detallada del modo en que se distribuyeron dichas tierras en las comunidades de los departamentos 
de Cochinoca, Yavi, Susques, Tilcara, Humahuaca y Tumbaya; también se informa sobre los trámites pendientes; y 5) se 
dictó el decreto presidencial núm. 700/2010 que ordena la conformación de una comisión de análisis y de instrumentación 
legislativa que se integrará con representantes de los gobiernos provinciales, de los pueblos indígenas y del CPI. Dicha 
comisión ha elaborado un anteproyecto de ley para el reconocimiento de la posesión y propiedad comunitaria indígena. La 
Comisión pide al Gobierno que continúe informando sobre: 

i) los procesos de regularización de tierras efectivizados y pendientes, las superficies afectadas y las comunidades 
beneficiadas, así como las dificultades encontradas, y  

ii) los avances en la elaboración y adopción de una ley para el reconocimiento de la posesión y propiedad comunitaria 
indígena. 

La Comisión plantea otros puntos en una solicitud dirigida directamente al Gobierno. 

Estado Plurinacional de Bolivia 
Convenio sobre pueblos indígenas y tribales, 1989 (núm. 169) 
(ratificación: 1991) 
La Comisión toma nota de los comentarios de la Confederación Sindical Internacional (CSI), de 9 de septiembre de 

2011, y de los comentarios de la Central Obrera Boliviana (COB), de 12 de octubre de 2011, transmitidos al Gobierno el 
27 de septiembre y el 14 de octubre de 2011 respectivamente. La Comisión examinará estos comentarios junto con la 
información que el Gobierno desee enviar al respecto en su próxima reunión. 

Brasil 
Convenio sobre pueblos indígenas y tribales, 1989 (núm. 169) 
(ratificación: 2002) 
Seguimiento de las recomendaciones del Comité tripartito (reclamación presentada en virtud del artículo 24 de la 

Constitución de la OIT). La Comisión toma nota del informe del Comité tripartito (documento GB.304/14/7) encargado 
de examinar la reclamación presentada por el Sindicato de Ingenieros del Distrito Federal (SENGE/DF) en la que la 
organización sindical alegó que el proyecto de ley núm. 62 de 2005 (PLC/62 2005) sobre la administración de bosques 
públicos no fue consultado con los pueblos indígenas en cuanto a su impacto en los derechos de los pueblos indígenas. La 
Comisión toma nota de que en el párrafo 62 de dicho informe, el Comité tripartito recomendó al Consejo de 
Administración que aprobara su informe y que:  

a) solicite al Gobierno que adopte las medidas necesarias para completar la consulta sobre el impacto de las concesiones 
madereras contempladas en la Ley de Administración de Bosques Públicos, en los pueblos indígenas susceptibles de ser 
afectados, teniendo en cuenta el artículo 6 del Convenio y las conclusiones del Comité establecidas en los párrafos 42 a 44 
del informe; 

b) solicite al Gobierno que, en particular, adopte las medidas reglamentarias y prácticas pertinentes para que se aplique la 
consulta prevista en el artículo 15, 2), del Convenio, con los requisitos procedimentales estipulados en el artículo 6, antes 
de la expedición de licencias de exploración y/o explotación maderera previstas en la Ley de Administración de Bosques 
Públicos; 

c) solicite al Gobierno que se asegure que la consulta prevista en el artículo 15 se realice respecto de las tierras enunciadas en 
el párrafo 52 del informe, cualquiera sea su condición legal, en tanto cumplan con el requisito establecido en el artículo 13, 
2), del Convenio (tierras que los pueblos indígenas ocupan o utilizan de alguna manera); 
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d) invite al Gobierno a que, en virtud del artículo 7, 1), del Convenio garantice la participación de los pueblos indígenas en la 
formulación, aplicación y evaluación de planes y programas relativos a las actividades madereras referidas, incluyendo en 
la determinación de las tierras excluidas en virtud del artículo 11, IV), de la Ley de Administración de Bosques Públicos; 

e) solicite al Gobierno que, en virtud del artículo 7, 3), del Convenio garantice la realización de estudios, en cooperación con 
los pueblos interesados, a fin de evaluar la incidencia social, espiritual y sobre el medio ambiente que las actividades 
madereras previstas en la ley puedan tener sobre estos pueblos; 

f) solicite al Gobierno que se asegure que los pueblos indígenas afectados por las actividades madereras participen, siempre 
que sea posible, en los beneficios que reporten tales actividades, y perciban una indemnización equitativa por cualquier 
daño que puedan sufrir como resultado de esas actividades; 

g) solicite al Gobierno que se asegure que las actividades madereras no afecten los derechos de propiedad y posesión 
enunciados en el artículo 14 del Convenio; 

h) solicite al Gobierno que adopte las medidas especiales que se precisen para salvaguardar las personas, las instituciones, los 
bienes, el trabajo, las culturas y el medio ambiente de los pueblos indígenas afectados por la actividades madereras; 

i) recomiende al Gobierno que solicite la asistencia y la cooperación técnica de la Oficina, si lo considera apropiado, para 
implementar, en cooperación con los interlocutores sociales, las recomendaciones contenidas en el informe y promover el 
diálogo entre las partes; 

j) confíe a la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones el seguimiento de las cuestiones 
planteadas en el presente informe respecto de la aplicación del Convenio sobre pueblos indígenas y tribales, 1989 (núm. 
169), y 

k) dé a conocer el presente informe, y declare cerrado el procedimiento incoado por la organización reclamante alegando el 
incumplimiento por el Brasil del Convenio sobre pueblos indígenas y tribales, 1989 (núm. 169). 

Llamada a efectuar el seguimiento de la presente reclamación, la Comisión observa que el Gobierno no envía 
información al respecto. La Comisión pide por lo tanto al Gobierno que en su próxima memoria envíe información 
detallada sobre todos las cuestiones planteadas por el Comité tripartito en su informe de marzo de 2009 (documento 
GB.304/14/7). 

Artículo 1 del Convenio. Autoidentificación. La Comisión toma nota con agrado de que el Gobierno reconoce que 
el Convenio se aplica plenamente a las comunidades quilombolas y envía en su memoria, abundante y detallada 
información sobre los programas y políticas dedicados a garantizar la integridad cultural, social y económica de dichos 
pueblos. La Comisión pide al Gobierno que continúe enviando información al respecto, incluyendo una evaluación del 
impacto en la práctica de dichos programas y políticas, los efectos concretos en el desarrollo de las comunidades 
quilombolas y la cantidad de población quilombola cubierta. 

Artículos 6, 7, 15 y 16. Consulta y participación. Legislación. En sus comentarios anteriores, la Comisión 
recordó al Gobierno la obligación de consultar a los pueblos cubiertos por el Convenio cada vez que se prevean medidas 
legislativas o administrativas susceptibles de afectarlos directamente y lo invitó a examinar los mecanismos de consulta y 
participación existentes, en cooperación con los pueblos indígenas. A este respecto, la Comisión toma nota de que el 
Gobierno informa que se ha iniciado un diálogo tripartito sobre el establecimiento de un mecanismo de consulta. El 
Gobierno indica que si bien diferentes entidades estatales ya utilizan mecanismos de consulta, no existe uniformidad en 
cuanto a la forma y amplitud de las consultas realizadas. En este sentido, como todos los sectores han reconocido la 
necesidad de contar con dicho mecanismo, se previó la realización de un seminario con participación de los pueblos 
indígenas para la elaboración de un proyecto de ley o de decreto sobre la consulta. La Comisión pide al Gobierno que 
tome las medidas necesarias para garantizar de manera adecuada la consulta y participación de los pueblos indígenas 
en el diseño de este mecanismo de consulta y que envíe información sobre todo avance al respecto. La Comisión pide 
asimismo al Gobierno que indique de qué modo se consulta actualmente a los pueblos indígenas cada vez que se 
prevén medidas legislativas o administrativas concretas susceptibles de afectarlos directamente.  

Comunidades quilombolas de Alcántara. Las Comisión se refiere desde hace años a la situación de estas 
comunidades del municipio de Alcántara (Estado de Maranhao) debido al establecimiento del Centro de Lanzamientos de 
Alcántara (CLA) y del Centro Espacial Alcántara (CEA) en territorio ocupado tradicionalmente por las comunidades 
quilombolas, sin su consulta y participación (en la década de 1980 se expropiaron 52.000 hectáreas y en 1992 el territorio 
expropiado se amplió a 62.000 hectáreas). Según las comunidades nunca se hizo un estudio de impacto ambiental. La 
Comisión había tomado nota de que en el marco del Estudio Técnico de Identificación y Demarcación en el que 
participaron entidades gubernamentales interesadas se estableció que 78.105,34 hectáreas serían consideradas como 
territorio de las comunidades quilombolas, lo cual beneficiaría a 3.500 familias. La Comisión entendió en aquella 
oportunidad que ello resultaría en una reducción del territorio tradicionalmente ocupado por las comunidades. En 
consecuencia, la Comisión consideró que existía un conflicto por la superposición de un sector de territorio reivindicado 
por los quilombolas y asignados para el CLA y el CEA, al que por razones de seguridad nacional los quilombolas no 
tienen acceso. La Comisión toma nota de que según los comentarios presentados por el Sindicato de Trabajadores y 
Trabajadoras Rurales de Alcántara (STTR) y el Sindicato de Trabajadores en la Agricultura Familiar de Alcántara 
(SINTRAF) de 6 de noviembre de 2009, la demarcación territorial no incluyó las 8.700 hectáreas en donde está instalado 
el CLA. Las organizaciones sindicales también se refieren a los estudios de impacto llevados a cabo hasta ahora con 
participación de los pueblos indígenas pero que no han sido aprobados todavía por las autoridades competentes, y en los 
que tampoco se han determinado las indemnizaciones a las comunidades quilombolas por los daños ocasionados. A este 
respecto, la Comisión toma nota de que el Gobierno informa que: 1) el proceso de regularización de las tierras fue 
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reenviado en 2009 por la Procuraduría General de la Nación (AGU) a una de sus Cámaras Federales de Conciliación y 
Arbitraje (CCAF) para solucionar la cuestión de la superposición de intereses entre la regularización de tierras 
quilombolas y la ampliación del área de lanzamiento espacial; 2) en dicho procedimiento han participado varias entidades 
gubernamentales; 3) según la Procuraduría, la utilización del territorio para lanzamientos podría implicar la relocalización 
de 1000 familias quilombolas; 4) la Cámara Federal de Conciliación y Arbitraje realizó siete reuniones hasta octubre de 
2010 y sugirió que luego de finalizar una propuesta definitiva se llevara a cabo una reunión ministerial y que se consultara 
al respecto a las comunidades quilombolas de Alcántara, antes de someter sus conclusiones al Presidente de la República. 
El Gobierno indica asimismo que existe pendiente un procedimiento al respecto ante la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos (CIDH) y se remite a las presentaciones formuladas por el Gobierno en dicha instancia.  

A este respecto, la Comisión observa que de la información suministrada por el Gobierno, si bien se hace referencia 
a las negociaciones llevadas a cabo entre diferentes entidades estatales (algunas de ellas encargadas de cuestiones 
indígenas), no surge que se haya llevado a cabo, en alguna de las diferentes etapas, un proceso de consulta con las 
organizaciones representativas de las comunidades quilombolas, acerca de la instalación del CLA y del CEA, ni sobre la 
identificación y demarcación de tierras, ni sobre el acuerdo de cooperación en la materia celebrado con Ucrania en 2002 y 
2004 y que implicó una extensión del territorio afectado, ni sobre la solución del conflicto una vez que se observó que 
había una superposición de intereses. La Comisión observa que tampoco hay evidencia de que se haya garantizado la 
participación de los pueblos indígenas en las decisiones que llevaron al establecimiento del CLA y del CEA ni sobre los 
estudios de impacto realizados al respecto. La Comisión recuerda a este respecto que el Gobierno tiene la obligación, en 
virtud del artículo 6, párrafos 1, a), y 2, del Convenio, de consultar a los pueblos cubiertos por el Convenio, à través de 
sus instituciones representativas, cada vez que se prevean medidas legislativas o administrativas que puedan afectarles 
directamente, con la finalidad de llegar a un acuerdo o lograr el consentimiento acerca de las medidas propuestas. El 
Gobierno debe también, en virtud del artículo 7, párrafo 3¸ velar por que se efectúen estudios, en cooperación con los 
pueblos interesados, a fin de evaluar la incidencia social, espiritual y cultural y sobre el medio ambiente que las 
actividades de desarrollo previstas puedan tener sobre esos pueblos. La Comisión no puede dejar de subrayar que los 
resultados de estos estudios deberán ser considerados como criterios fundamentales para la ejecución de las actividades 
mencionadas. Por último, la Comisión remite al Gobierno al artículo 16 del Convenio, en caso de ser necesario el traslado 
de pueblos indígenas de las tierras que ocupan. La Comisión pide al Gobierno que envíe informaciones sobre:  

i) todas las consultas llevadas a cabo hasta ahora en el marco del conflicto existente en cuanto a los territorios 
ocupados tradicionalmente por las comunidades quilombolas de Alcántara y que fueron asignados para el 
establecimiento del Centro de Lanzamiento de Alcántara (CLA) y el Centro Espacial de Alcántara (CEA), en 
particular, sobre el seguimiento del proceso llevado a cabo por la Cámara Federal de Conciliación y Arbitraje; 

ii) el modo en que se aseguró la participación de las comunidades quilombolas en el Estudio Técnico de 
Identificación y Demarcación de territorios y los progresos alcanzados en la identificación y demarcación de las 
tierras tradicionalmente ocupadas por las comunidades quilombolas para garantizar los derechos de propiedad y 
de posesión de estas comunidades sobre sus tierras tradicionales y para salvaguardar su derecho a utilizar las 
tierras que no estén exclusivamente ocupadas por ellos, pero a las que hayan tenido tradicionalmente acceso para 
sus actividades tradicionales y de subsistencia; así como las medidas transitorias de conformidad con el artículo 4 
del Convenio, para salvaguardar las personas, las instituciones, los bienes, el trabajo, las culturas y el medio 
ambiente de las comunidades interesadas en tanto se proceda al reconocimiento y a la demarcación de sus 
tierras; 

iii) los estudios efectuados, en cooperación con los pueblos interesados, a fin de evaluar la incidencia social, 
espiritual y cultural, y sobre el medio ambiente que el establecimiento y la expansión del CLA y del CEA pueda 
tener sobre las comunidades afectadas y el modo en que el Gobierno garantiza la integridad cultural, social y 
económica de las comunidades quilombolas afectadas al conciliar los intereses en conflicto de las diversas partes 
interesadas en el asunto de que se trata; 

iv) los resultados de las eventuales acciones pendientes ante toda autoridad judicial nacional, y 

v) las decisiones que impliquen la relocalización de las comunidades y las medidas adoptadas en cumplimiento del 
artículo 16 del Convenio. 

Usina hidroeléctrica de Belo Monte. La Comisión toma nota de la amplia información suministrada por el 
Gobierno en relación con el proyecto de construcción de la usina hidroeléctrica de Belo Monte y de los estudios y 
procesos participativos llevados a cabo en torno a la realización de dicho proyecto. La Comisión toma nota en particular 
de que: 1) la construcción de la usina se inscribe en el compromiso del Gobierno de reducir las emisiones de CO2, 
manteniendo la producción energética por medio de fuentes renovables; 2) la licencia fue otorgada luego de que se hiciera 
un examen ambiental por los órganos competentes para realizarse en la Cuenca del Río Xingu; 3) el proyecto no se sitúa 
en tierras indígenas (tal como surge de los estudios de impacto ambiental y después de haber reducido la zona de 
inundación de 1.225 km2 a 516 km2 ( 60 por ciento), de los cuales 228 km2 constituyen el actual lecho del río); 4) no 
implica inundación de tierras indígenas ni relocalización de pueblos indígenas; 5) todo el proceso fue acompañado por la 
Fundación Nacional del Indio (FUNAI) así como por otros órganos pertinentes del Estado y por las comunidades 
indígenas interesadas, y 6) por decreto presidencial de 19 de noviembre de 2009, se creó un grupo de trabajo 
intergubernamental (GTI) integrado por 19 órganos y entidades federales, además de 27 órganos del Estado de Pará, 
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municipalidades y miembros de la sociedad civil, el cual elaboró un Plan de desarrollo regional sostenible del Xingu. El 
control de la implementación del plan está a cargo de un comité gestor, de composición paritaria, del cual participan 15 
representantes de organismos gubernamentales y 15 representantes de organizaciones de la sociedad civil, incluyendo dos 
representantes indígenas. La empresa a cargo de la construcción se comprometió con el desarrollo socioeconómico del 
Xingu lo cual, según el Gobierno, significa el aporte de 500.000.000 de reales al Plan. 

En lo que se refiere a la participación efectiva de los pueblos indígenas en el proceso, la Comisión toma nota de que 
el Gobierno informa que: 1) el 25 de mayo de 2005 se pusieron los estudios de impacto ambiental a disposición para 
consulta pública y en 2009 se llevaron a cabo cuatro audiencias en diferentes municipios afectados y más de 20 talleres 
participativos en 2008 y 2009 en los que también participaron pueblos indígenas para aclarar dudas, recibir información 
sobre el contenido del proyecto, sus impactos y las medidas de mitigación; 2) el Instituto Brasileño de Medio Ambiente 
(IBAMA) llevó a cabo talleres entre el 19 de agosto y el 2 de septiembre de 2009 con los pueblos indígenas para 
presentarles las conclusiones del estudio de impacto ambiental en los que participaron 5.000 personas, incluyendo 200 
«representantes indígenas», y 3) sobre la base de estudios técnicos de la FUNAI se emitió la opinión núm. 
21/CNAM/CGPIMA la cual analiza el procedimiento de licencia y los estudios de impacto realizados e impone ciertas 
medidas de apoyo al fortalecimiento institucional y desarrollo de las comunidades influenciadas por el proyecto. Por 
último, la Comisión toma nota de que el Gobierno informa que existe un procedimiento en relación con este proyecto 
pendiente ante la CIDH y que en el marco del mismo se dictaron medidas cautelares con fecha 1.º de abril de 2011 (MC-
382-10). La Comisión toma nota de que la CIDH solicitó la suspensión del proceso de licencia del proyecto y del inicio de 
cualquier obra hasta que se hayan cumplido ciertas condiciones mínimas, entre las que se encuentra la de cumplir con la 
obligación de realizar procesos de consulta en conformidad con la Convención Americana sobre Derechos Humanos. La 
Comisión toma nota asimismo de que por decisión de 28 de septiembre de 2011, un juzgado federal de Pará emitió una 
medida cautelar prohibiendo a la empresa constructora hacer cualquier alteración del lecho del río, incluyendo represas o 
cualquier otra obra que interfiera en el curso natural del río y que en consecuencia altere la fauna ictícola. Al tiempo que 
toma nota de la información suministrada, la Comisión recuerda que en virtud del artículo 15 del Convenio, el Gobierno 
está obligado a consultar a los pueblos indígenas antes de emprender o autorizar cualquier programa de explotación de los 
recursos existentes en sus tierras. La Comisión pone de relieve que el proyecto hidroeléctrico podría tener consecuencias 
tales como la alteración de la navegabilidad de los ríos, de la fauna y la flora así como del clima , que afectan a los 
pueblos que habitan los territorios en que se implantará el proyecto, y que van más allá de la inundación de las tierras o del 
desplazamiento de dichos pueblos. La Comisión recuerda asimismo que, de conformidad con el artículo 6, el Gobierno 
debe consultar a los pueblos concernidos, en particular a través de sus instituciones representativas y no a los individuos 
directamente. Asimismo, las consultas previstas en el Convenio deben efectuarse de buena fe y de una manera apropiada a 
las circunstancias, con la finalidad de llegar a un acuerdo o lograr el consentimiento acerca de las medidas propuestas. En 
su observación general de 2010, la Comisión consideró que los procedimientos y mecanismos de consulta tienen que 
permitir la plena expresión  con suficiente antelación y sobre la base del entendimiento pleno de las cuestiones 
planteadas  de las opiniones de los pueblos interesados a fin de que puedan influir en los resultados y se pueda lograr un 
consenso y para que estas consultas se lleven a cabo de una manera que resulte aceptable para todas las partes. La 
Comisión manifestó más adelante en la misma observación general que no se puede considerar que una simple reunión 
informativa cumpla con las disposiciones del Convenio y que las comunidades afectadas deberían participar incluso en la 
preparación de los estudios de impacto ambiental. La Comisión estima que, según la documentación y la información 
suministrada por el Gobierno, los procedimientos llevados a cabo hasta ahora sin bien fueron amplios no reúnen los 
requisitos establecidos en los artículos 6 y 15 del Convenio tal como fueron descriptos más arriba y tampoco demuestran 
que se haya permitido a los pueblos indígenas participar de manera efectiva en la determinación de sus prioridades de 
conformidad con el artículo 7 del Convenio. La Comisión pide al Gobierno que: 

i) tome las medidas necesarias para llevar a cabo consultas con los pueblos indígenas afectados de conformidad 
con los artículos 6 y 15 del Convenio, sobre la construcción de la Usina hidroeléctrica de Belo Monte antes de 
que los posibles efectos nocivos de dicha usina sean irreversibles, 

ii) en consulta con los pueblos indígenas tome medidas para determinar si las prioridades de dichos pueblos han 
sido respetadas y si sus intereses se verán perjudicados y en qué medida con miras a adoptar las medidas de 
mitigación e indemnización apropiadas, y 

iii) informe sobre los resultados del procedimiento a trámite ante el Juzgado Federal de Pará.  

Trasvase del río San Francisco. La Comisión toma nota de la información suministrada por el Gobierno relativa al 
proyecto de integración del río San Francisco con las cuencas del noreste septentrional y la participación de la FUNAI en 
el proceso con miras a que los pueblos indígenas sean oídos e informados sobre el proyecto y para que se apliquen 
medidas de mitigación e indemnización. La Comisión toma nota de que tanto el IBAMA como la FUNAI emitieron 
directrices para la elaboración del Estudio de Impacto Ambiental, en las que se tuvieron en cuenta las tierras indígenas 
truká, tumbalalá, pipipan y kambiwá. El mencionado estudio identificó problemas y emitió propuestas sobre salud, 
educación, infraestructura, actividades económicas, organización indígena, entre otros temas. Observando, sin embargo, 
que el Gobierno no informa sobre los procedimientos de consulta con los pueblos indígenas llevadas a cabo en 
conformidad con los artículos 6 y 15 del Convenio ni sobre la participación de dichos pueblos en los estudios de 
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impacto y en las diferentes medidas y programas previstos de conformidad con el artículo 7 del Convenio, la Comisión 
pide al Gobierno que envíe información detallada al respecto. 

Proyecto de ley para la construcción de una hidroeléctrica en el río Cotingo  tierra indígena Raposa Serra do Sol. La 
Comisión toma nota de que el Gobierno indica que la discusión del decreto legislativo núm. 2540/06 relativo al proyecto 
fue retomada en el seno del Congreso y que actualmente está en discusión en la Comisión de Minas y Energía y que será 
sometida a la Comisión de Constitución y Justicia. Una vez aprobado por las comisiones será examinado por el plenario 
del Congreso. El Gobierno indica que en el decreto se intenta reforzar el derecho de consulta y participación de los 
pueblos indígenas en las discusiones y que prevé la audición de las comunidades indígenas afectadas, la aprobación por el 
Congreso de los acuerdos propuestos a dichas comunidades, la institución de medidas de protección de la integridad física, 
socioeconómica y cultural de las mismas y la realización de estudios de impacto ambiental. Según el Gobierno, la FUNAI 
ha defendido ante el Congreso la necesidad de realizar consultas libres e informadas a los pueblos indígenas antes de que 
el proyecto sea votado. La Comisión toma nota de que según la nota de la FUNAI núm. 560/COLIC/CGGAM/10 
adjuntada por el Gobierno en su memoria, los pueblos indígenas que ocupan las zonas afectadas por el proyecto estarían 
en contra del mismo, la nota pone de relieve que el proyecto tendría impactos irreversibles sobre dichos pueblos y por ello 
aconseja que se los consulte. La Comisión pide al Gobierno que se asegure de que dicho proyecto sea sometido a 
consultas plenas con los pueblos indígenas y que sus puntos de vista, prioridades e intereses sean tenidos en cuenta al 
momento de adoptar decisiones al respecto. La Comisión espera asimismo que los pueblos interesados podrán 
colaborar en los estudios de impacto que se lleven a cabo, de conformidad con el artículo 7 del Convenio. La Comisión 
pide al Gobierno que envíe información detallada sobre todo avance al respecto. 

Minería en la tierra indígena de los Cinta Larga. La Comisión toma nota de que el Gobierno indica que las 
medidas adoptadas tienden a la recuperación tradicional de los territorios indígenas mediante la expulsión de los 
exploradores y mineros invasores, en colaboración con los pueblos indígenas. La FUNAI ejerce en la zona tareas de 
control con asistencia de los propios pueblos afectados y se llevan a cabo estudios sobre su desarrollo. La Comisión pide 
al Gobierno que continúe enviando información al respecto. 

Artículo 14. Tierras. Situación de las comunidades quilombolas. La Comisión toma nota de que el Gobierno 
indica que en virtud de la ordenanza núm. 98/2007 que faculta a la Fundación Cultural Palmares a establecer un 
procedimiento administrativo de certificación de tierras y la organización del catastro de las comunidades indígenas o 
tribales autodefinidas, se ha procedido desde 2003 a la certificación y otorgamiento de 1.635 títulos a favor de las 
comunidades quilombolas. Por su parte el Instituto Nacional de Colonización y Reforma Agraria (INCRA) ha iniciado 
desde 2003 un total de 996 procesos de titulación. El Gobierno envía asimismo abundante información respecto de los 
programas y políticas destinadas a estas comunidades. La Comisión pide al Gobierno que continúe enviando 
información sobre los procedimientos de certificación y titulación de tierras a favor de las comunidades quilombolas, 
en cumplimiento del artículo 14 del Convenio. La Comisión pide asimismo al Gobierno que informe sobre las medidas 
específicas adoptadas con miras a salvaguardar las personas, las instituciones y los bienes de los pueblos interesados 
hasta tanto se lleve a cabo la titulación de las tierras.  

Situación de los pueblos guaraní en el Mato Grosso do Sul. Pueblos guaraní kaiowá. En sus comentarios 
anteriores, la Comisión se refirió a la gravísima situación que enfrentan las comunidades guaraní kaiowá en las tierras que 
ocupan tradicionalmente. La Comisión observa que en los comentarios de 1.º de septiembre de 2010 de la Confederación 
Sindical Internacional (CSI), de los cuales había tomado nota en su observación anterior, la organización sindical se 
refiere a la lentitud en la demarcación de los territorios tradicionalmente ocupados por estos pueblos y al avance de los 
cultivos de la soja y la caña de azúcar sobre esos territorios, lo cual ocasiona el desplazamiento de dichos pueblos. La 
organización sindical se refiere también a actos de violencia y amenazas, incluyendo el asesinato, contra los miembros de 
la comunidad kaiowá. También se refiere a la violación de los derechos laborales de los indígenas que trabajan en las 
plantaciones. A este respecto, la Comisión toma nota de que el Gobierno reconoce que los conflictos en torno a las tierras 
ha dado lugar a violaciones de los derechos humanos de los miembros de esta comunidad e indica que hay 13 procesos 
judiciales relativos a conflictos graves entre indígenas y hacendados desde 2000. También reconoce la difícil situación de 
pobreza que los afecta. El Gobierno informa que los procesos de protección de las tierras indígenas en el Mato Grosso son 
lentos y que la FUNAI se encarga entretanto de solucionar las situaciones de emergencia. De este modo, estableció seis 
grupos de trabajo para la identificación y delimitación de las tierras tradicionales. El 24 de abril de 2011, mediante la 
ordenanza MJ/GM núm. 499 se le asignó a la comunidad guaraní kaiowá la posesión permanente de la tierra Jatayvary, en 
el municipio de Ponta Porã, con una superficie de 8.800 hectáreas. El Gobierno indica a este respecto que dichas 
comunidades ocupan aproximadamente 30.000 hectáreas y que la FUNAI llevará a cabo las acciones necesarias para la 
demarcación de la tierra indígena y la homologación por la Presidenta, de acuerdo con la legislación. El Gobierno informa 
asimismo sobre los diferentes procesos de demarcación llevados a cabo hasta ahora. La Comisión toma nota al respecto 
del informe del Relator especial sobre la situación de los derechos humanos y las libertades fundamentales de los 
indígenas de las Naciones Unidas en relación con la terrible situación de pobreza y marginación que afecta a los pueblos 
guaraní kaiowá, la elevada tasa de mortalidad infantil y los actos de violencia, incluyendo homicidios, contra sus 
miembros (documento A/HRC/12/34/Add.2 de 26 de agosto de 2009) La Comisión pide al Gobierno que: 
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i) tome las medidas necesarias para que sin demora se proceda, en colaboración con los pueblos indígenas 
afectados, a la demarcación de las tierras que ocupan tradicionalmente a fin de reconocer sus derechos de 
propiedad y posesión de conformidad con el artículo 14 del Convenio; 

ii) adopte las medidas específicas necesarias para salvaguardar las personas, las instituciones y los bienes de los 
pueblos interesados hasta tanto se lleve a cabo la demarcación de las tierras, incluyendo para proteger de manera 
adecuada la integridad física y la seguridad de los miembros de las comunidades contra todo acto de violencia y 
amenaza; 

iii) tome las medidas necesarias para que se investiguen los hechos de violencia denunciados, y 

iv) envíe información sobre todas estas cuestiones. 

La Comisión pide asimismo al Gobierno que informe sobre la situación de las comunidad guaraní mbyá del 
municipio de Eldorado do Sul a la que se refieren los comentarios presentados por el Sindicato de Trabajadores de la 
Universidad Federal de Santa Catalina (SINTUFSC) de 19 de septiembre de 2008 de los cuales la Comisión tomó nota 
en comentarios anteriores. 

Colombia 
Convenio sobre pueblos indígenas y tribales, 1989 (núm. 169) 
(ratificación: 1991) 
La Comisión toma nota de la comunicación del Gobierno de 12 de noviembre de 2010 en respuesta a los 

comentarios presentados por el Sindicato de Trabajadores de la Empresa Nacional Minera Minercol Ltda. 
(SINTRAMINERCOL), de fecha 28 de agosto de 2010. La Comisión toma nota asimismo de las respuestas del Gobierno, 
recibidas en la Oficina el 7 y 22 de octubre y 2 de noviembre de 2011, a los comentarios de la Central Unitaria de 
Trabajadores de Colombia (CUT) y la Confederación de Trabajadores de Colombia (CTC) de 30 de agosto de 2010 y 30 
de agosto de 2011.  

Por otra parte, la Comisión toma nota de la comunicación del SINTRAMINERCOL, de 31 de agosto de 2011.  

Toma nota asimismo de la comunicación de la Asociación Nacional de Empresarios de Colombia (ANDI), de 31 de 
agosto de 2011. La Comisión también toma nota de los comentarios de la Organización Internacional de Empleadores 
(OIE), de 19 de octubre de 2011. La Comisión pide al Gobierno que envíe sus comentarios al respecto. 

La Comisión también toma nota del informe de la Misión Tripartita de Alto Nivel que visitó el país en seguimiento a 
una invitación del Gobierno en febrero de 2011 y que se refiere, entre otras cosas, a cuestiones relacionadas con las 
medidas para combatir la violencia. 

Teniendo en cuenta la abundante y detallada reciente información suministrada por el Gobierno, en particular en las 
comunicaciones recibidas el 22 de octubre y 2 de noviembre, la Comisión se propone examinar todas las cuestiones 
pendientes en su próxima reunión. En esta ocasión la Comisión sólo examinará algunas cuestiones. 

Artículos 2 y 3 del Convenio. Política coordinada y sistemática con miras a la protección de los derechos humanos 
de los pueblos indígenas. La Comisión recuerda que en comentarios anteriores tomó nota del clima de violencia en el 
país, el cual afecta, entre otros, a las comunidades indígenas y afrodescendientes. La Comisión toma nota de que los 
comentarios presentados por las organizaciones sindicales dan cuenta de situaciones concretas de violencia, hostigamiento 
y amenazas de los pueblos indígenas. La CUT y la CTC se refieren asimismo a las dificultades que tienen los pueblos 
indígenas para acceder a la justicia y a la respuesta insuficiente por parte de los órganos del Estado a sus denuncias y a los 
delitos que se cometen contra los pueblos indígenas. 

La Comisión toma nota de la información del Gobierno sobre las medidas que ha estado adoptando para combatir la 
violencia y que afectan en particular a los pueblos indígenas. El Gobierno también envía información sobre: 1) la 
elaboración de planes nacionales de desarrollo; 2) el diseño y puesta en marcha de la política de seguridad democrática 
vigente desde 2002; 3) la elaboración del Plan nacional de acción en derechos humanos; 4) la creación del Comité de 
reglamentación y evaluación de riesgo étnico en el que participan representantes indígenas y afrodescendientes, y 5) el 
establecimiento de un programa de protección de los derechos fundamentales de las mujeres indígenas desplazadas. El 
Gobierno se refiere asimismo a la elaboración de un programa de garantía y de planes de salvaguarda para 34 pueblos en 
particular que según la Corte Constitucional (auto núm. 4 de la Corte Constitucional del cual la Comisión tomó nota en 
sus comentarios anteriores) estarían en grave riesgo de desaparición física y cultural. El Gobierno indica que se «proponen 
un conjunto de acciones, medidas e instrumentos de carácter correctivo y urgente para subsanar la gravedad de la situación 
de vulneración y la violación masiva de múltiples derechos que enfrentan los pueblos indígenas colombianos afectados de 
manera aguda y diferencial por el conflicto armado y el desplazamiento forzado». 

La Comisión toma nota asimismo de que el Gobierno da información detallada sobre las investigaciones llevadas a 
cabo por la Fiscalía, y con respecto a los casos concretos a que se refiere la CUT y la CTC en sus comunicaciones y señala 
en particular que se ha diseñado una línea de investigación para casos de violaciones de los derechos humanos de los 
pueblos indígenas, que se adoptaron medidas para luchar contra la impunidad en dichos casos, que incluyen 
eventualmente reabrir casos archivados. Asimismo, se han creado las fiscalías para derechos humanitarios. El Gobierno 
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brinda información detallada sobre la cantidad de casos asignados a la Unidad de Derechos Humanos de la Fiscalía. La 
Comisión toma nota con interés de la realización de comisiones de investigación respecto de homicidios en diversas 
comunidades, las cuales permitieron la identificación de responsables y el avance de las investigaciones; también se ha 
brindado atención a 40.256 víctimas entre las que se cuentan numerosos miembros de los pueblos indígenas.  

La Comisión acoge con agrado la adopción de la ley núm. 1448 sobre reparación de víctimas y restitución de tierras 
cuyo objeto es resarcir e indemnizar a las víctimas del conflicto armado en Colombia. La Comisión también toma nota de 
la indicación del Gobierno según la cual se está elaborando un Decreto de aplicación de la ley en consulta con los pueblos 
indígenas. La Comisión espera que el Decreto estará en conformidad con el Convenio. La Comisión pide al Gobierno 
que envié información al respecto. 

Al tiempo que reconoce los esfuerzos realizados por el Gobierno tendientes a mejorar la situación de violencia en 
general y en particular contra los pueblos indígenas incluyendo sus líderes, la Comisión toma nota con preocupación de 
que, según se desprende de los comentarios presentados por las organizaciones sindicales y de las medidas mismas que ha 
debido adoptar el Gobierno, la situación sigue siendo grave. La Comisión pide por lo tanto al Gobierno a que siga 
incrementando sus esfuerzos y tome todas las medidas necesarias de manera coordinada y sistemática para asegurar la 
protección de la integridad física, social, cultural, económica y política de las comunidades indígenas y 
afrodescendientes y de sus miembros. La Comisión pide asimismo al Gobierno a que continúe tomando las medidas 
necesarias para que se investiguen todos los hechos de violencia denunciados.  

Artículo 6. Legislación sobre consulta. La Comisión recuerda que en su observación anterior de 2009 se refirió a 
la legislación vigente sobre el derecho de consulta y a su falta de adecuación desde el punto de vista del contenido y del 
modo de su adopción con el Convenio. En aquella ocasión, la Comisión instó al Gobierno a asegurar la participación y 
consulta de los pueblos indígenas en la elaboración de la reglamentación del proceso de consulta. La Comisión toma nota 
de que en sus comentarios, la ANDI señala que se han instaurado mecanismos, programas y actividades promovidas por el 
Estado para garantizar la efectiva protección de los derechos de los pueblos indígenas tanto a nivel nacional como 
departamental y municipal. La ANDI añade que el derecho de consulta previsto en la Constitución Nacional es una 
prerrogativa de los pueblos indígenas que no puede afectar los intereses generales de la nación ni paralizar el desarrollo 
social y económico sostenible.  

La Comisión toma nota de que en sus comentarios, la CUT y la CTC señalan que la directiva presidencial núm. 001 
de 2010 sobre los procedimientos de consulta no fue objeto de consultas con los pueblos indígenas. A este respecto, la 
Comisión toma nota de que el Gobierno indica que en el seno del Ministerio del Interior se ha conformado un grupo de 
trabajo sobre consulta previa el cual trabaja en la elaboración de un borrador de ley para reglamentar el derecho 
fundamental de consulta previa que deberá consultarse con los pueblos indígenas. El Gobierno indica asimismo que se ha 
emitido la directiva presidencial que contiene instrucciones para el Poder Ejecutivo sobre el procedimiento de consulta. El 
Gobierno añade que el marco legal existente consagra la obligación de la consulta previa y señala que el reciente decreto 
núm. 2893 de 2011 dispone que la Dirección de Asuntos Indígenas, Rom y Minorías tendrá la función de coordinar y 
realizar los procesos de consulta previa para la presentación de iniciativas legislativas y administrativas a nivel nacional. 
Dicha Dirección ya ha adoptado medidas con miras a proceder a la consulta de diversos proyectos legislativos, a saber: 
proyecto de ley de regalías; proyecto de ley sobre el consejo ambiental regional; proyecto de ley de desarrollo rural; 
decreto de ley de víctimas y restitución de tierras, decreto de acceso a recursos genéticos y conocimiento tradicional 
asociado y proyecto de ley sobre entidades territoriales y regalías. El Gobierno indica asimismo que el Plan de desarrollo 
2010-2014 prevé la protocolización del mecanismo de consulta previa.  

La Comisión toma nota en particular de que el Gobierno, con la participación del Vicepresidente está llevando a 
cabo consultas sobre diversas cuestiones con las comunidades indígenas y solicitó a la Oficina que participe como 
observador en estas consultas. 

La Comisión pide al Gobierno que en su próxima memoria informe sobre las cuestiones siguientes:  

i) el estado de la elaboración del borrador de proyecto de ley sobre el derecho de consulta que deberá ser sometido a 
los pueblos indígenas y el órgano del Estado que se encarga de dicho proceso; 

ii) la evolución de los procesos de consulta con los pueblos indígenas llevados a cabo por la Dirección de Asuntos 
Indígenas, Rom y Minorías respecto de los diversos proyectos legislativos mencionados, y 

iii) las medidas adoptadas con miras a la protocolización del mecanismo de consulta previa y la participación de los 
pueblos indígenas en dicho proceso.  

Artículo 15. Consulta sobre proyectos de exploración y explotación en territorios indígenas. En sus comentarios 
anteriores, la Comisión tomó nota de ciertos conflictos existentes entre las comunidades indígenas, el Estado y las 
empresas privadas relacionados con la realización de proyectos de exploración y explotación de recursos naturales en los 
que se alega que no se ha garantizado adecuadamente el derecho de consulta de los pueblos indígenas afectados por los 
mismos. En este sentido, la Comisión toma nota con interés de las recientes sentencias T-769 de 2009 y T-129 de 2011 en 
las que la Corte Constitucional se refirió a la necesidad de llevar a cabo consultas con los pueblos indígenas sobre aquellos 
proyectos que puedan afectar directamente sus derechos y estableció los requisitos que deben cumplir tales consultas. A 
este respecto, teniendo en cuenta las decisiones de la Corte Constitucional, la Comisión pide al Gobierno que tome las 
medidas necesarias para que, cada vez que se prevea la realización de un proyecto de exploración y explotación de los 
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recursos naturales en los territorios ocupados tradicionalmente por los pueblos indígenas, se lleven a cabo consultas 
con los pueblos indígenas interesados tal como está establecido en el Convenio. A este respecto en particular, la 
Comisión llama la atención del Gobierno sobre su observación general de 2010.  

Representatividad. La Comisión toma nota de que en sus comentarios, la CGT, la CUT, la CTC y 
SINTRAMINERCOL se refieren a problemas de representatividad de algunos de los líderes que representan a las 
comunidades afrodescendientes. La Comisión observa que la memoria del Gobierno no contiene información concreta al 
respecto. A este respecto, la Comisión recuerda que el principio de representatividad es un componente esencial de la 
obligación de consulta. Si bien podría ser difícil en muchas circunstancias determinar quién representa una comunidad en 
particular, la Comisión estima que si no se desarrolla un proceso de consulta adecuado con las instituciones u 
organizaciones indígenas y tribales verdaderamente representativas de las comunidades afectadas, la consulta encaminada 
no cumpliría con los requisitos del Convenio. La Comisión pide por lo tanto al Gobierno que indique si existen a nivel 
nacional criterios razonables y objetivos establecidos en consulta con los pueblos indígenas concernidos para 
determinar la representatividad de los líderes de los pueblos indígenas y cuáles son las medidas adoptadas, en caso de 
conflicto con miras a identificar a aquellos que efectivamente representan a las comunidades.  

[Se invita al Gobierno a que responda de manera detallada a los presentes comentarios en 2012.] 

El Salvador 
Convenio sobre poblaciones indígenas y tribuales, 1957 (núm. 107) 
(ratificación: 1958) 
Artículos 11 a 14 del Convenio. Derechos sobre tierras. La Comisión recuerda que en sus comentarios anteriores 

pidió al Gobierno que tomara las medidas necesarias para reconocer y promover los derechos de las poblaciones indígenas 
sobre las tierras que tradicionalmente ocupan y que proporcionara informaciones sobre el estado de las acciones iniciadas 
por las poblaciones indígenas Panchimalco e Izalco. La Comisión toma nota de que el Gobierno indica que el Programa de 
Campesinos sin Tierra (CST) desarrollado por el Instituto Salvadoreño de Transformación Agraria (ISTA) ha beneficiado 
a aproximadamente 290 miembros de cuatro asociaciones indígenas. El Gobierno también se refiere a la «Política de los 
pueblos originarios» y a la «Reforma social de identidad y derechos de los pueblos indígenas» enmarcadas en el Plan de 
Gobierno 2009-2014. En cuanto a las acciones iniciadas por las poblaciones indígenas Panchimalco e Izalco debido a la 
contaminación y venta de sus tierras, la Comisión toma nota de que en lo que respecta a la venta de las tierras, la última 
resolución emitida el 22 de octubre de 2009 citó a una audiencia entre el Procurador y el Director del Fondo Nacional para 
la Vivienda Popular (FONAVIPRO) en el marco de un proceso de mediación iniciado con anterioridad. En cuanto a la 
contaminación de las tierras, la Comisión toma nota de que el Gobierno se refiere a una resolución de la Procuraduría para 
la Defensa de los Derechos Humanos que ordenó que se revisaran los procesos de consulta realizados la cual se remonta a 
2006. A este respecto, la Comisión toma nota de las conclusiones formuladas por el Comité de Derechos Humanos 
(CCPR) y por el Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial (CERD) de las Naciones Unidas en los que 
ponen de relieve su preocupación porque los pueblos siguen sin disfrutar plenamente de sus derechos económicos, 
sociales y culturales, en particular en relación con la propiedad de la tierra y el acceso al agua potable 
(CCPR/C/SLV/CO/6, de 18 de noviembre de 2010, y CERD/C/SLV/CO/14-15, de 14 de septiembre de 2010). La 
Comisión recuerda que el artículo 11 del Convenio prevé la obligación de reconocer el derecho de propiedad, colectivo o 
individual, en favor de los miembros de las poblaciones en cuestión sobre las tierras tradicionalmente ocupadas por ellas. 
La Comisión insta por lo tanto una vez más al Gobierno a que tome medidas concretas con miras a reconocer y 
promover los derechos de las poblaciones indígenas sobre las tierras que ocupan tradicionalmente de manera que se 
ponga fin a la situación de vulnerabilidad en la cual se encuentran. La Comisión pide también al Gobierno que tome 
medidas con miras a dar seguimiento a las medidas solicitadas por la Procuraduría para la Defensa de los Derechos 
Humanos en el marco de las acciones incoadas por las poblaciones indígenas Panchimalco e Izalco relativas a la 
contaminación y venta de sus tierras. Por último, la Comisión pide al Gobierno que informe sobre el contenido y el 
impacto en la práctica de la «Política de los Pueblos Originarios», de la «Reforma social de identidad y derechos de los 
pueblos indígenas» y del Programa de Campesinos sin Tierra (CST), así como sobre el Plan de Gobierno 2009-2014 en 
lo que a los pueblos indígenas se refiere. 

La Comisión alienta una vez más al Gobierno a considerar la posibilidad de ratificar el Convenio sobre pueblos 
indígenas y tribales, 1989 (núm. 169) de conformidad con su observación general de 1992 y le pide que continúe 
manteniéndolo informado de todo progreso al respecto. 

La Comisión plantea otros puntos en una solicitud dirigida directamente al Gobierno. 
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Guatemala 
Convenio sobre pueblos indígenas y tribales, 1989 (núm. 169) 
(ratificación: 1996) 
La Comisión toma nota de los comentarios del Movimiento Sindical Indígena y Campesino Guatemalteco (MSICG) 

y del Sindicato Nacional de Trabajadores de Salud de Guatemala (SNTSG) de 30 de agosto de 2010. La Comisión toma 
nota asimismo de los comentarios del Comité Coordinador de Asociaciones Agrícolas, Comerciales, Industriales y 
financieras (CACIF) de 30 de agosto de 2010 y de 30 de agosto de 2011. La Comisión toma nota además de los 
comentarios de la Organización Internacional de Empleadores (OIE) de 19 de octubre de 2011. La Comisión pide al 
Gobierno que envíe sus observaciones al respecto. 

Seguimiento de las recomendaciones del comité tripartito (reclamación en virtud del artículo 24 de la Constitución 
de la OIT). La Comisión recuerda que la reclamación (documento GB.299/6/1) se refiere a la falta de consulta previa con 
los pueblos interesados en cuanto a la licencia de exploración minera para el níquel y otros minerales (núm. LEXR902) 
otorgada a la empresa Mineras Izabal S.A. en diciembre de 2004 para iniciar actividades de exploración minera en 

lamenta que el Gobierno una vez más no haya enviado sus 
observaciones al respecto. La Comisión insta al Gobierno a que envíe información detallada sobre el curso dado a las 
recomendaciones del comité tripartito en su próxima memoria. 

Artículos 6, 7 y 15. Derecho a la consulta. La Comisión recuerda que se refiere desde hace años a la necesidad de 
establecer mecanismos institucionales de consulta y participación. La Comisión toma nota de que tanto el MSICG y el 
SNTSG por un lado, como la CACIF por otro, se refieren en sus comentarios a la necesidad de establecer un 
procedimiento sobre la consulta. A este respecto, la Comisión observa que existen en la legislación nacional disposiciones 
legales que regulan de manera fraccionada o incompleta el derecho de consulta: acuerdo sobre identidad y derechos de los 
pueblos indígenas de 1995 (acuerdos de paz); artículo 173 de la Constitución de la República; artículo 26 de la Ley de los 
Consejos de Desarrollo Urbano y Rural (decreto núm. 11-2002 que regula de manera provisoria la consulta hasta tanto se 
apruebe una legislación nacional) y el Código Municipal (decreto núm. 12-2002). La Comisión toma nota de que las 
autoridades municipales y las comunidades indígenas, basándose en las disposiciones mencionadas, han realizado una 
serie de consultas a nivel comunal, las cuales, además de no conducir al diálogo efectivo entre las partes interesadas, 
condujeron a conclusiones que no fueron reconocidas ni por las autoridades nacionales ni por las empresas. Esta 
circunstancia ha acentuado la conflictividad. A este respecto, la Comisión toma nota con interés de la sentencia de la 
Corte de Constitucionalidad de 21 de diciembre de 2009 (expediente núm. 3878-2007) que examina esta cuestión y en la 
que se establece que si bien estas consultas son útiles para captar el parecer general de los consultados acerca del proyecto 
de exploración y explotación al tiempo que constituyen asimismo un espacio de participación ciudadana, no son suficiente 
implementación del derecho de consulta tal como está previsto en el Convenio. La Comisión toma nota de que la Corte 
afirma que corresponde al Estado garantizar la aplicación efectiva del derecho de consulta el cual debe, según la Corte, 
llevarse a cabo con carácter previo, no se agota en la mera información, debe consistir en un diálogo genuino entre las 
partes con el objetivo de llegar a un acuerdo en común y debe llevarse a cabo de buena fe, dentro de un procedimiento que 
cuente con las confianza de las partes y con las autoridades representativas de los pueblos indígenas. 

Legislación en materia de consulta y participación. La Comisión había tomado nota en sus comentarios anteriores 
de la existencia de varios proyectos de ley sobre consulta que estaban pendientes de examen ante el Congreso de la 
República. La Comisión entiende que dichos proyectos siguen pendientes de examen ante el Congreso. A este respecto, la 
Comisión toma nota de que, en seguimiento a una solicitud del Gobierno formulada el 26 de julio de 2010, una misión de 
asistencia técnica de la Oficina visitó el país del 23 al 27 de agosto de 2010 con el objetivo de dar asistencia para la 
elaboración de una hoja de ruta para que tanto las comunidades indígenas como las autoridades tengan una mejor 
comprensión del Convenio y proporcionar orientación en la redacción de un proyecto de ley y su reglamento para la 
aplicación del Convenio. La Comisión toma nota de que según su informe, la misión tuvo la oportunidad de reunirse con 
numerosas entidades gubernamentales, interlocutores sociales, organizaciones indígenas y sus representantes y dos 
empresas privadas. La Comisión toma nota con preocupación del alto grado de conflictividad social constatado por la 
misión, y reconocido por todos los sectores, en torno a la explotación de recursos naturales. La Comisión toma nota de que 
según el informe de misión, todos los sectores reconocen también que la ausencia de un mecanismo de consulta y la falta 
de consulta en concreto respecto de dichos proyectos tal como está previsto en el Convenio, es en gran medida la fuente de 
dicha conflictividad. La Comisión toma nota también de que durante la visita de la misión técnica, el Gobierno hizo 
entrega de un proyecto de «reglamento para el proceso de consulta del Convenio núm. 169 de la OIT» sobre el cual la 
Oficina formuló comentarios. Dicho proyecto ya fue presentado públicamente a la población por el Presidente de la 
República el 23 de febrero de 2011 y abierto a la consulta con los pueblos indígenas. Sin embargo, con fecha 24 de mayo 
de 2011 la Corte de Constitucionalidad otorgó un amparo provisional y suspendió en forma temporal el procedimiento de 
consulta iniciado por el Presidente de la República sobre el reglamento. La Comisión entiende que dicha cuestión no ha 
sido resuelta de manera definitiva por la Corte de Constitucionalidad. La Comisión toma nota de que la CACIF se refiere 
al proyecto de Reglamento y señala que el mismo contó para su elaboración con la participación de los pueblos indígenas 
y de los empleadores. 
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A este respecto, al tiempo que toma nota de la decisión de la Corte de Constitucionalidad de suspender el proceso de 
consulta, la Comisión pone de relieve el hecho de que, a pesar del tiempo transcurrido, aún no se adoptó un mecanismo de 
consulta, tal como está previsto en el Convenio. Si bien considera que el derecho de los pueblos indígenas a ser 
consultados cada vez que se prevean medidas susceptibles de afectarlos directamente se desprende directamente del 
Convenio, independientemente de que se haya reflejado o no en algún texto legislativo nacional específico, la Comisión 
está convencida de que este vacío legal no permite que las partes interesadas puedan tener un diálogo constructivo en 
torno a los proyectos de exploración y de explotación de recursos naturales. La Comisión estima que, el establecimiento 
de mecanismos eficaces de consulta y participación contribuye a prevenir y resolver conflictos mediante el diálogo y 
disminuyen las tensiones sociales. La Comisión recuerda que para establecer este mecanismo así como para toda consulta 
en particular es esencial que exista un clima de confianza mutua. La Comisión subraya asimismo que la obligación de 
asegurarse de que los pueblos indígenas sean consultados de conformidad con el Convenio recae en el Gobierno (véase 
Observación General de 2010). Subraya además que las disposiciones del Convenio en materia de consulta deben leerse 
junto con el artículo 7 en el que se consagra el derecho de los pueblos indígenas de decidir sus propias prioridades de 
desarrollo y de participar en la formulación, aplicación y evaluación de los planes y programas de desarrollo susceptibles 
de afectarles directamente. En estas condiciones, la Comisión:  

i) pide al Gobierno que sin demora tome las medidas necesarias para establecer un mecanismo apropiado de 
consulta y participación de conformidad con el Convenio, teniendo en cuenta la observación general de 2010; 

ii) pide al Gobierno que garantice que los pueblos indígenas sean consultados y puedan participar de manera 
apropiada, a través de sus entidades representativas, en la elaboración de este mecanismo, de manera tal que 
puedan expresar sus opiniones e influir en el resultado final del proceso; 

iii) pide a todas las partes interesadas que realicen los mayores esfuerzos para participar de buena fe en el proceso 
mencionado, con el objetivo de llevar adelante un diálogo constructivo que permita alcanzar resultados positivos;  

iv) pide al Gobierno que envíe información sobre toda evolución a este respecto, así como que informe sobre el 
avance de los proyectos legislativos pendientes en el Congreso de la República y sobre la decisión final de la 
Corte de Constitucionalidad respecto del amparo presentado contra el proceso de consulta del Reglamento de 
Consulta sobre el Convenio núm. 169; 

v) observando que el artículo 26 de la Ley de los Consejos de Desarrollo Urbano y Rural establece un mecanismo 
provisorio de consultas con los pueblos indígenas hasta tanto la cuestión se regule a nivel nacional, pide al 
Gobierno que informe sobre la aplicación en la práctica de dicha disposición, y 

vi) pide al Gobierno que tome las medidas necesarias con miras a alinear la legislación vigente, tal como la Ley de 
Minería, con el Convenio. 

Desarrollo de procesos de consulta en casos específicos. San Juan de Sacatepéquez y empresa de cemento y 
municipios de Sipacapa y de San Miguel de Ixtahuacán (Mina Marlin). En lo que respecta a la construcción de la 
empresa de cementos en San Juan de Sacatepéquez, la Comisión recuerda que en sus comentarios anteriores se refirió a la 
autorización otorgada por el municipio de San Juan de Sacatepéquez para la instalación de la empresa a pesar de la 
oposición de la mayoría de la población local, plasmada en una consulta popular. La Comisión toma nota de que el 
MSICG se refiere a esta cuestión en sus comentarios. La Comisión toma nota asimismo de que la misión de asistencia 
técnica visitó el municipio de San Juan de Sacatepéquez y la empresa de cemento y pudo constatar que se trata de una 
situación de extrema conflictividad en la cual el diálogo se ve dificultado por la ausencia total de confianza entre las 
partes. La Comisión toma nota de que el Gobierno señala que: 1) la autorización para la instalación de la empresa de 
cemento fue otorgada después de que se hubieran realizado los estudios técnicos y el estudio de impacto ambiental; 2) no 
reconoce la consulta popular llevada a cabo en el municipio y se remite a la sentencia de la Corte de Constitucionalidad 
mencionada más arriba; 3) en el marco del Sistema Nacional de Diálogo, se ha llevado a cabo un prolongado proceso de 
diálogo e información entre la empresa y los representantes de las comunidades locales que se inició en abril de 2008. 
Desde esa fecha se llevaron a cabo cuatro instancias de diálogo y numerosas reuniones en las que se alcanzaron diversos 
acuerdos; 4) debido a la intransigencia de un sector de las comunidades indígenas no ha sido posible construir «sobre los 
procesos de decisión estatal» y subraya que hasta ahora no se ha iniciado el proyecto de construcción de la planta de 
fabricación de cemento. La Comisión toma nota de que en sus comentarios la CACIF corrobora la información 
suministrada por el Gobierno y se refiere a los elevados estándares de calidad de la empresa que por el momento sólo se 
dedica a la inversión social en la región, a la capacitación de la población y a la reforestación en la zona. 

En lo que respecta al otorgamiento de una licencia de exploración y explotación minera otorgada a la empresa 
Montana Exploradora de Guatemala S.A. sin haber consultado con los pueblos indígenas interesados, la Comisión toma 
nota de que la misión de asistencia técnica observó que ésta es otra de las situaciones de gran conflictividad que fueron 
observadas por la misión. La Comisión toma nota de que en sus comentarios la CACIF señala que la licencia de 
explotación fue otorgada en 2003 después de presentar un estudio de impacto ambiental que se hizo público y que no tuvo 
oposición; que la empresa inició sus operaciones en 2005, generó 9,1 millones de dólares de regalías por el período 2005-
2009, pagó 31,5 millones de dólares en impuestos y desarrolla más de 150 proyectos de inversión social en infraestructura 
escolar, deportiva y sanitaria. La CACIF añade que la empresa obtuvo en 2009 una certificación del Instituto Internacional 
del Cianuro según la cual la empresa cumple con los requisitos impuestos por el Código Internacional del Cianuro, que 
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recicla el 99 por ciento del agua que utiliza, que efectúa monitoreos mensuales de la calidad del agua y del aire así como 
del ruido, y que ha adoptado medidas de reforestación y rehabilitación de los terrenos utilizados. La Comisión toma nota 
de que según el Gobierno la explotación de la mina Marlin no afecta de manera alguna los lagos de Atitlán e Izabal como 
se había denunciado, debido a que se encuentran a distancia remota de la mina, y añade que la empresa realizó un proceso 
minucioso de comunicación y consulta con las comunidades de la zona afectada por la mina. El Gobierno acompaña 
detallada información sobre el proceso y la lista de las reuniones informativas realizadas con las comunidades. Añade 
asimismo que se realiza un minucioso control de la explotación minera.  

La Comisión toma nota asimismo de que la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), mediante 
decisión MC 260/07 de 20 de mayo de 2010 dictó medidas cautelares respecto a esta cuestión y solicitó al Estado de 
Guatemala que suspenda la explotación minera del proyecto Marlin I y demás actividades relacionadas con la concesión 
otorgada a la empresa Goldcorp/Montana Exploradora de Guatemala S.A., e implemente medidas efectivas para prevenir 
la contaminación ambiental, hasta tanto la CIDH adopte una decisión sobre el fondo de la petición asociada a esta 
solicitud de medidas cautelares. 

Al tiempo que reconoce las instancias de diálogo entre las empresas y las comunidades, fomentadas por el Gobierno, 
en ambos casos, así como las numerosas medidas y actividades desarrolladas por las empresas en cuestión para poner a las 
comunidades en conocimiento de los proyectos, la Comisión considera que las mismas no pueden ser consideradas como 
procedimientos integrales de consulta con los pueblos indígenas de conformidad con el artículo 6. La Comisión recuerda 
que en numerosas ocasiones ha señalado que la consulta no se agota con la realización de simples reuniones de 
información, sino que debe consistir en un diálogo genuino entre las partes interesadas signadas por comunicación y 
entendimiento, mutuo respeto y buena fe, y con el deseo sincero de llegar a un acuerdo común. La Comisión pone de 
relieve la importancia de que todas las partes interesadas en los proyectos extractivos puedan percibir de manera concreta 
que los mismos acarrearán beneficios tangibles para las mismas. En estas condiciones, la Comisión:  

i) insta una vez más al Gobierno a que en el marco de los conflictos existentes en torno al proyecto de instalación de 
la empresa de cemento en San Juan Sacatepéquez y en cuanto al proyecto de explotación minera en los 
municipios de Sipacapa y San Miguel de Ixtahuacán (mina Marlin) se establezcan mecanismos de diálogo que 
gocen de la confianza de las partes y permitan, a través de negociaciones de buena fe y conformes a los artículos 
6 y 15 del Convenio, hallar soluciones apropiadas a cada una de estas situaciones y que tengan en cuenta los 
intereses y las prioridades de los pueblos indígenas. La Comisión pide al Gobierno que envíe información 
detallada sobre toda evolución de la situación; 

ii) pide al Gobierno que tome las medidas necesarias para alentar a todas las partes concernidas por los dos 
proyectos a que participen de manera constructiva en dicho diálogo;  

iii) insta al Gobierno a que se asegure que ninguno de estos dos proyectos tenga efectos nocivos para la salud, la 
cultura y los bienes de las comunidades que residen en las zonas donde se desarrollan o se planean desarrollar y 
llama la atención del Gobierno sobre los párrafos 3 y 4 del artículo 7 del Convenio;  

iv) pide al Gobierno que tome todas las medidas necesarias para garantizar la integridad de las personas y de los 
bienes en las regiones afectadas por los proyectos y para asegurar que todas las partes concernidas se abstendrán 
de todo acto de intimidación y violencia contra aquellos que no comparten sus puntos de vista respecto de los 
proyectos. 

Proyecto Franja Transversal del Norte. La Comisión toma nota de los comentarios del MSICG relativos a la falta 
de consulta a los pueblos indígenas interesados con respecto al proyecto de construcción de la Franja Transversal del 
Norte que implica la construcción de una red vial de 362 km que afectará los Departamentos de Izabal, Alta Verapaz, 
Quiché y Huehuetenango. La Comisión pide al Gobierno que envíe información detallada al respecto. 

Artículos 2 y 33. Acción coordinada y sistemática. La Comisión recuerda que en sus comentarios anteriores pidió 
al Gobierno que, en cooperación con los pueblos interesados, adoptara las medidas necesarias y estableciera los 
mecanismos previstos en los artículos 2 y 33 que deberían permitir llevar a cabo una acción coordinada y sistemática en la 
implementación del Convenio. A este respecto, la Comisión toma nota de que el Gobierno se refiere al Consejo Nacional 
de Desarrollo Urbano y Rural, al Consejo Nacional de los Acuerdos de Paz, a la Comisión de Alto Nivel de Derechos 
Humanos y Pueblos Indígenas, a la Coordinadora Interinstitucional Indígena del Estado y al Fondo de Desarrollo Indígena 
Guatemalteco. Sin embargo, la Comisión observa que el Gobierno no informa sobre el funcionamiento de dichos 
organismos, sobre cómo se garantiza la participación de los pueblos indígenas en los mismos ni sobre cómo se coordinan 
entre ellos de manera a garantizar la efectiva protección de los derechos de los pueblos indígenas y tribales. En estas 
condiciones, la Comisión pide una vez más al Gobierno que garantice la efectiva aplicación de los artículos 2 y 33 del 
Convenio mediante el establecimiento, en cooperación con los pueblos indígenas y tribales, de un mecanismo que 
permita llevar a cabo una acción coordinada y sistemática para la implementación del Convenio.  

Artículo 14. Tierras. En sus comentarios anteriores la Comisión pidió al Gobierno que informara sobre las 
medidas transitorias adoptadas para proteger los derechos a la tierra de los pueblos indígenas hasta que no se avance en la 
regularización de tenencia de la misma. La Comisión también pidió al Gobierno que informara sobre la situación de la 
finca Termal Xauch, finca Sataña Saquimo y finca Secacnab Guatiquim. La Comisión toma nota de que el MSICG se 
refiere a otros conflictos similares en la finca La Perla y en la finca San Luis Malacatán.  
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La Comisión toma nota de que el Gobierno señala que: 1) el Registro de Información Catastral realiza un estudio 
para identificar tierras comunales y eventualmente declararlas tierras irregulares si no estuvieran inscritas a nombre de 
dichas comunidades en el Registro; 2) el decreto núm. 41-2005 define las tierras comunales y establece un proceso legal y 
social para identificarlas y declararlas como tales, y en mayo de 2009 se adoptó la resolución núm. 123-2009 que 
establece un reglamento específico para ello; 3) la Secretaría de Asuntos Agrarios con otras entidades públicas que se 
ocupan de tierras han elaborado un proyecto de Ley de Regularización de la Tenencia de la Tierra que está siendo 
discutido en el Sistema Nacional de Diálogo Permanente; 4) se promueve un sistema de acceso a la tierra por medio de 
créditos para la compra y arrendamiento, y 5) se incita a aquellas comunidades que sólo funcionan como órganos sociales 
a que se constituyan como personas jurídicas para poder ser adjudicatarias de las tierras. En cuanto a la situación de la 
finca Termal Xauch, el Gobierno informa que los comuneros llegaron a un acuerdo con el propietario de la finca y que en 
los otros dos casos los comuneros han manifestado su voluntad de comprar las tierras que ocupan y que FONTIERRA 
debe localizar a los propietarios. La Comisión pide al Gobierno que informe sobre la aplicación en la práctica del 
decreto núm. 41-2005 y su reglamento de 2009 sobre tierras comunales. Asimismo, tomando nota de que la Ley de 
Regularización de la Tenencia de la Tierra no ha sido adoptada todavía, la Comisión pide al Gobierno que sin demora 
adopte medidas transitorias, hasta tanto dicha ley sea adoptada, para proteger de manera apropiada los derechos a la 
tierra de los pueblos indígenas de conformidad con el artículo 14 del Convenio. La Comisión pide al Gobierno que 
envíe información detallada sobre toda evolución al respecto. La Comisión pide asimismo al Gobierno que envíe 
información sobre la situación en las fincas La Perla y San Luis Malacatán y que envíe una copia de la Política 
Nacional de Desarrollo Rural Integral e informe sobre su implementación.  

Artículos 24 y siguientes. Salud. La Comisión toma nota del informe del Comité para la eliminación de la 
discriminación racial (CERD) de las Naciones Unidas en el que manifestó su preocupación porque «las cifras más 
elevadas de mortalidad materna e infantil se dan en los departamentos de Alta Verapaz y Huehuetanengo, Sololá y 
Totonicapán, que tienen entre el 76 y el 100 por ciento de población indígena.». El Comité también expresó su 
preocupación por la falta de servicios de salud adecuados y accesibles a dichas comunidades (documento 
CERD/C/GTM/CO/12 13 de 16 de marzo de 2010, párrafo 13). Al tiempo que toma nota de la reciente extensión de la 
cobertura de los programas de enfermedad y maternidad del Instituto Guatemalteco de Seguridad Social, la Comisión 
pide al Gobierno que tome sin demora las medidas necesarias para velar por que dichos programas lleguen de manera 
eficaz a los pueblos interesados de manera que estén en un pie de igualdad efectiva en cuanto al acceso a la salud con 
el resto de la población. La Comisión pide al Gobierno que envíe información detallada al respecto. 

India 
Convenio sobre poblaciones indígenas y tribuales, 1957 (núm. 107) 
(ratificación: 1958) 
Proyecto de minería de bauxita. La Comisión recuerda que en sus comentarios anteriores, tomó nota de la 

comunicación de la Confederación Sindical Internacional (CSI), de fecha 27 de agosto de 2009, sobre la situación de la 
comunidad indígena Dongria Kondh y el proyecto de minería de bauxita que había de desarrollarse en las tierras 
tradicionalmente ocupadas por esta comunidad. En esa ocasión, la Comisión expresó su preocupación en torno al impacto 
adverso notificado en la comunidad Dongria Kondh por la minería de bauxita, y expresó su gran preocupación por la 
aparente falta de implicación de las comunidades tribales afectadas en asuntos relacionados con el proyecto que los 
afectaba directamente. En esa ocasión, la Comisión instó al Gobierno a que adoptara las medidas necesarias para 
garantizar que se respetaran y garantizaran plenamente sus derechos e intereses y para informar sobre la aplicación de las 
medidas de rehabilitación y de desarrollo ordenadas por el Tribunal Supremo y las medidas adoptadas para garantizar la 
implicación de las propias comunidades en el diseño y la aplicación de tales medidas. En este sentido, la Comisión toma 
nota de la indicación del Gobierno, según la cual la Sociedad Instrumental (SPV) para el desarrollo del área reconocida del 
proyecto Lanjigarh, que se estableció siguiendo la orden del Tribunal Supremo, tiene el mandato de emprender una amplia 
gama de proyectos dentro un radio de 50 kilómetros del proyecto Lanjigarh para el desarrollo de la región. Estos proyectos 
atañen a la salud, a la educación, el desarrollo del niño y la mujer, la atención a los niños, la mejora de las capacidades, la 
comunicación, la irrigación, la agricultura, el desarrollo de infraestructuras, etc. Además, el Departamento de Estado de 
Desarrollo de Castas y Tribus Reconocidas preparó un plan de conservación y desarrollo integral para los Dongria Kondhs 
para el período 2007-2012. La SPV adaptará su programa a este plan. La Comisión toma nota asimismo de que en su 
memoria, recibida en septiembre de 2010, el Gobierno indica que aún no se otorgó la aprobación final de desviación de las 
tierras forestales al proyecto de minería de bauxita y destaca que, sin una autorización ambiental final, que aún no se 
emitió, no pueden llevarse a cabo las obras. La Comisión pide por lo tanto al Gobierno que informe sobre toda 
evolución con respecto al desarrollo del proyecto de minería de bauxita incluyendo sobre toda acción judicial al 
respecto. La Comisión pide al Gobierno que adopte medidas para garantizar que se respeten y garanticen plenamente 
los derechos e intereses de los Dongria Kondhs y que indique toda medida adoptada al respecto. La Comisión pide 
asimismo al Gobierno que siga comunicando información sobre las medidas de aplicación y desarrollo ordenadas por 
el Tribunal Supremo, así como el Plan integral de conservación y desarrollo para el período 2007-2012 para los 
Dongria Kondhs, preparado por el Departamento de Estado de Desarrollo de Castas y Tribus Reconocidas, y las 
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medidas adoptadas para garantizar la implicación de las propias comunidades en el diseño y la aplicación de tales 
medidas. 

Artículos 2, 5 y 27 del Convenio. Acciones coordinadas y sistemáticas. La Comisión toma nota de la memoria del 
Gobierno, según la cual el proyecto de política nacional tribal se presentó para los comentarios y las sugerencias del 
público, incluidas las tribus reconocidas, y está en la actualidad en consideración del Gobierno. El Gobierno indica 
asimismo que los principales asuntos comprendidos en el proyecto de políticas se refiere a: la enajenación de las tierras 
tribales; la interacción entre las tribus y los bosques; los desplazamientos; reasentamiento y reinserción; fomento de los 
índices de desarrollo humano; creación de infraestructuras vitales; manifestaciones violentas; conservación y desarrollo de 
grupos tribales especialmente vulnerables; empoderamiento e igualdad de género, entre otros. Esta política, una vez 
aprobada, pasará a ser, según el Gobierno, el primer documento integral en materia de políticas desarrollado para el 
empoderamiento de las tribus reconocidas de la India y para la mejora de sus índices de desarrollo humano. El Gobierno 
también se refiere a la colaboración establecida con el Fondo Internacional de Desarrollo Agrícola (IFAD) y el Programa 
Mundial de Alimentos (WFP) para la aplicación de los programas de seguridad alimentaria y medios de subsistencia, en 
los estados de Jharkhand, Chattisgarh y Orissa. El Gobierno indica asimismo que solicitó la asistencia de la OIT para 
desarrollar talleres y programas de formación sobre los derechos de los pueblos tribales que contribuirán a identificar las 
mejores prácticas. La Comisión pide al Gobierno que siga comunicando información sobre los progresos realizados en 
la adopción de la política tribal nacional, incluida la información sobre la colaboración y la consulta con los grupos 
tribales y sus representantes, en el proceso de desarrollo de la política que se procura. La Comisión espera que las 
actividades señaladas por el Gobierno serán llevadas a cabo con la asistencia técnica de la OIT y pide al Gobierno que 
comunique información al respecto. 

Artículos 11 a 13. Derechos a las tierras. Evolución legislativa. En su observación anterior, la Comisión tomó 
nota de la adopción de la Ley sobre Tribus Reconocidas y Otros Habitantes Tradicionales de los Boques (reconocimiento 
de los derechos sobre los bosques), de 2006, y de la Reglamentación sobre tribus reconocidas y otros habitantes de los 
bosques (reconocimiento de los derechos sobre los bosques), de 2007, y solicitó al Gobierno que comunicara información 
sobre su aplicación. En ese sentido, la Comisión toma nota de la indicación del Gobierno según la cual el Ministerio de 
Asuntos Tribales solicitó a los gobiernos estatales y de los territorios de la unión, en noviembre de 2008, que iniciaran 
acciones para la aplicación de la ley con un programa de plazo determinado. También se les solicitó que se creara una 
sensibilización respecto de los objetivos, las disposiciones y los procedimientos de la ley en las tribus reconocidas que 
habitan en los bosques y otros habitantes tradiciones de los bosques, y las autoridades concernidas en virtud de la ley. El 
Gobierno indica asimismo que se asegurará la traducción y la publicación de la ley y de la reglamentación en todos los 
idiomas regionales y su distribución a los Gram Sabhas (asamblea de todos los hombres y mujeres de la aldea mayores de 
18 años de edad), comités de los derechos de los bosques y todos los departamentos de Gobierno. La Oficina del Primer 
Ministro, la Secretaría del Gabinete y la Comisión de Planificación vigilan el proceso de aplicación. El Gobierno indica 
que, el 31 de marzo de 2010, se presentaron 274.400 reclamaciones, se distribuyeron 782.000 títulos y estuvieron listos 
para su distribución más de 31.000 títulos. El Gobierno indica, además, que, habida cuenta de la Ley sobre Tribus 
Reconocidas y Otros Habitantes Tradicionales de los Boques (reconocimiento de los derechos sobre los bosques), de 
2006, que prevé un marco jurídico general para proteger los derechos de la tierra y de los recursos comunes de los pueblos 
tribales, no se tienen previstas, en este sentido, nuevas iniciativas legislativas. La Comisión pide al Gobierno que siga 
comunicando información sobre la aplicación de la Ley sobre Tribus Reconocidas y Otros Habitantes Tradicionales de 
los Boques (reconocimiento de los derechos sobre los bosques), de 2006, así como de la Reglamentación sobre tribus 
reconocidas y otros habitantes de los bosques (reconocimiento de los derechos sobre los bosques), de 2007. La 
Comisión también pide al Gobierno que siga comunicando información sobre el número de reclamaciones procesadas 
y de los títulos de propiedad, así como toda queja presentada contra las decisiones adoptadas en virtud de la ley y sobre 
sus resultados. 

Artículo 12. Traslado de las poblaciones. En sus comentarios anteriores, la Comisión se refirió a la posibilidad de 
realojar a los habitantes de los bosques, en determinadas condiciones y tras haber completado los procedimientos idóneos, 
previstos en la Ley de Derechos sobre los Bosques. Al tiempo que nota de que el Gobierno no responde a la solicitud de 
la Comisión, solicita nuevamente al Gobierno que tenga a bien indicar si tuvieron lugar en el país algunas 
reubicaciones, y, en tales casos, si los reasentamientos dieron cumplimiento al artículo 12, 2) y 3), del Convenio. 

El Proyecto de la Presa Sardar Sarovar. En su observación anterior, la Comisión solicitó al Gobierno que 
comunicara información actualizada sobre el número de personas pertenecientes a la población tribal desplazada de las 
tierras que ocupaban tradicionalmente, como consecuencia del Proyecto de la Presa Sardar Sarovar y las medidas 
adoptadas para garantizar su reasentamiento e indemnización, de conformidad con los artículos 12, 2) y 3) del Convenio. 
En este sentido, la Comisión toma nota de la indicación del Gobierno, según la cual, hasta el 31 de diciembre de 2009, de 
46.700 familias, sólo 322 siguen aún sin ser reasentadas. El Gobierno aporta información adicional sobre la asignación de 
tierras y otras asignaciones económicas otorgadas a las familias desplazadas. La Comisión pide al Gobierno que adopte 
las medidas necesarias para un rápido reasentamiento del resto de las familias y siga comunicando información sobre 
toda evolución al respecto. 

Partes III-VI del Convenio. La Comisión toma nota de la información del Gobierno sobre la educación de las tribus 
reconocidas, incluida la aplicación de una beca [después de la terminación de la enseñanza secundaria], para promover 
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una educación más elevada, el establecimiento de centros de formación tribal en zonas tribales, el establecimiento de 14 
complejos educativos para las niñas de las tribus reconocidas, así como una asistencia económica a las ONG para aquellos 
proyectos que comprendan escuelas, hospitales, dispensarios ambulatorios y formación en informática, entre otros. La 
Comisión indica asimismo que la Dirección General de Empleo y Formación estableció 23 centros de entrenamiento y 
orientación para las castas y las tribus reconocidas de los estados. Además, los Gobiernos central y estatal dispusieron la 
asignación de puestos y servicios, dentro del gobierno de las tribus reconocidas. En este sentido, se aumentó su 
representación en el empleo gubernamental, pasando del 2,25 por ciento, en 1965, al 6,83 por ciento, en 2008. La 
Comisión pide al Gobierno que siga comunicando información actualizada sobre las diversas medidas adoptadas en las 
áreas de educación, formación y empleo, y en otras áreas comprendidas en las partes III-VI del Convenio, en beneficio 
de la población tribal, incluida la información estadística acerca de la participación de hombres y mujeres 
pertenecientes a grupos tribales en la educación y el empleo. En particular, la Comisión pide al Gobierno que 
comunique información actualizada sobre la aplicación y el impacto del subplan tribal, así como sobre programas 
nacionales como el Programa nacional de garantía del empleo rural (NREGP), los Servicios de Desarrollo Integrado 
del Niño (ICDS), la Misión Nacional de Salud Rural (NRHM) y el Sarva Shiksha Abhiyan (SSA) respecto de los 
derechos previstos en el Convenio. 

La Comisión plantea otros puntos en una solicitud dirigida directamente al Gobierno. 

México 
Convenio sobre pueblos indígenas y tribales, 1989 (núm. 169) 
(ratificación: 1990) 
La Comisión toma nota de los comentarios presentados por el Sindicato de Trabajadores de «La Jornada» 

(SITRAJOR) el 4 de agosto de 2010 que se refiere a cuestiones planteadas con anterioridad y de la respuesta enviada por 
el Gobierno al respecto. 

Seguimiento de las recomendaciones del Comité tripartito (reclamación presentada en virtud del artículo 24 de la 
Constitución de la OIT) (documento GB 272/7/2). Comunidad de San Andrés de Cohamiata. La Comisión recuerda 
que en sus comentarios anteriores pidió al Gobierno que tomara las medidas necesarias para garantizar el pleno 
cumplimiento en la práctica del artículo 14 del Convenio en la resolución del caso de la comunidad de Bancos, y, en 
particular, para asegurar que se valore la ocupación tradicional como fuente de derechos a la tierra, incluso por vía de 
negociación. Teniendo en cuenta que la reclamación de la comunidad huichol de Cohamiata abarca también el reintegro 
de otras áreas, distintas de Bancos, la Comisión también pidió al Gobierno que tomara medidas para asegurarse de que 
existan procedimientos adecuados para solucionar las reivindicaciones de tierras todavía pendientes y que considerara la 
posibilidad de modificar los procedimientos de reivindicación de tierras existentes para solucionar las dificultades respecto 
de la plena aplicación del artículo 14 del Convenio tales como las que se han manifestado en el caso de San Andrés de 
Cohamiata. 

A este respecto, la Comisión toma nota de que en su comunicación de 25 de septiembre de 2009 el Sindicato 
Nacional de Trabajadores de la Educación (SNTE) se refiere a las sentencias judiciales de las que la Comisión tomó nota 
en sus comentarios anteriores. La SNTE señala en particular que el amparo núm. 46/2009 del Tribunal Colegiado en 
materia administrativa de 17 de junio de 2009 y la sentencia del Tribunal Superior Agrario de 11 de agosto de 2009 si bien 
beneficiaron a bancos de San Hipólito al reconocer que las decisiones presidenciales que atribuyeron las tierras a San 
Lucas de Jalpa no habían tenido en cuenta los reclamos de la Comunidad de Cohamiata, consideraron los títulos históricos 
(ocupación tradicional) de esta última (de la cual Bancos de San Hipólito se considera heredero) y los títulos legales 
otorgados a la comunidad de San Lucas de Jalpa sobre un pie de igualdad, sin tener en cuenta que precisamente estos 
últimos títulos son la fuente del conflicto. La organización sindical insiste en que los procedimientos judiciales existentes 
no permiten el reconocimiento de los títulos derivados de la ocupación tradicional. 

A este respecto, la Comisión toma nota de que el Gobierno señala que: 1) la disputa de una superficie de 
aproximadamente 10.720 has entre la comunidad de Bancos de San Hipólito y el núcleo agrario San Lucas de Jalpa son 
competencia de los tribunales agrarios y de la Secretaría de la Reforma Agraria a través del Programa de Atención a 
conflictos Sociales en el Medio Rural (COSOMER), 2) las tierras en cuestión no fueron restituidas a Bancos de San 
Hipólito debido a que según las resoluciones de los tribunales agrarios, entre otros argumentos, a quien correspondía 
solicitar la restitución de dicha superficie es a San Andrés de Cohamiata; 3) la Comisión Nacional para el Desarrollo de 
los Pueblos Indígenas (CDI) en coordinación con los gobiernos de las entidades federativas en los que se asientan los 
huicholes han llevado a cabo diversas acciones para el fortalecimiento y vigencia de los derechos de dicho pueblo; 4) el 
COSOMER ha considerado este conflicto como prioritario dentro del universo de asuntos pendientes pero no se ha podido 
efectuar una conciliación ni una negociación al respecto debido a que los grupos en conflicto no lo han aceptado; 5) por el 
momento se encuentra pendiente el juicio de amparo interpuesto por la comunidad de San Lucas de Jalpa contra la 
resolución del Tribunal Superior Agrario que reconoció que los derechos de Bancos no habían sido tenidos en cuenta; 6) 
la Procuraduría Agraria no ha efectuado trabajo alguno por medio de algún programa de certificación de derechos debido 
a que no ha sido solicitado por las partes. A este respecto, al tiempo que reconoce las medidas adoptadas hasta ahora por 
parte de los tribunales agrarios para solucionar el conflicto, así como las actividades desarrolladas por el Gobierno para la 
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protección de las comunidades huicholes, la Comisión lamenta que este conflicto que lleva numerosos años no haya 
podido ser resuelto hasta ahora. La Comisión observa que las decisiones de los tribunales agrarios no han podido dar 
solución al mismo y que existe todavía un amparo pendiente instaurado por la comunidad de San Lucas de Jalpa. En estas 
condiciones, la Comisión pide al Gobierno que tome todas las medicas necesarias con miras a solucionar este conflicto 
que se ha prolongado por años. La Comisión subraya una vez más la obligación del Gobierno de reconocer a los 
pueblos interesados los derechos a las tierras que tradicionalmente ocupan y a las que hayan tenido tradicionalmente 
acceso de conformidad con el artículo 14 del Convenio. La Comisión insta una vez más al Gobierno a que tome todas 
las medidas necesarias para garantizar el pleno cumplimiento en la práctica de esta disposición en la resolución del 
caso de la comunidad de Bancos y, en particular, para asegurar que se valore la ocupación tradicional como fuente de 
los derechos a la tierra, incluso por vía de negociación. La Comisión sugiere en este sentido al Gobierno que intente 
solucionar el conflicto mediante un sistema de conciliación y negociación que goce de la confianza de ambas partes. 
La Comisión recuerda al Gobierno la recomendación formulada en el informe del documento GB 272/7/2 sobre la 
posibilidad de asignar tierras adicionales al pueblo huichol cuando las tierras de que dispongan sean insuficientes 
para garantizarles los elementos de una existencia normal o para hacer frente a su posible crecimiento numérico, 
como lo dispone el artículo 19. Por otra parte, la Comisión pide asimismo a las partes en conflicto que realicen los 
mayores esfuerzos a fin de intentar llegar a una solución satisfactoria para ambas y poner fin a este conflicto que se 
prolonga desde hace décadas y que pone en riesgo la paz en la zona.  

En términos más generales, la Comisión pide al Gobierno que considere, en consulta con los pueblos indígenas, 
la posibilidad de establecer los procedimientos de reivindicación de tierras existentes para dar plena aplicación al 
artículo 14 del Convenio y que informe de manera detallada sobre las medidas adoptadas al respecto.  

Artículos 2, 3 y 7. Esterilizaciones forzosas. Seguimiento de las recomendaciones del comité tripartito 
(reclamación presentada en virtud del artículo 24 de la Constitución de la OIT) (documento GB.289/17/3). En sus 
comentarios anteriores la Comisión pidió al Gobierno que: 1) informara sobre las medidas adoptadas para garantizar que 
la decisión de adoptar métodos contraceptivos definitivos fuera efectivamente libre y para asegurarse de que las personas 
afectadas fueran plenamente conscientes del carácter definitivo de dichos métodos de contracepción; 2) enviara 
información estadística desglosada por sexo, edad y origen étnico de las personas que han adoptado dichos métodos; 3) 
enviara información sobre el modo en que los pueblos indígenas participan y son consultados con respecto a los 
programas y políticas de salud reproductiva y planificación familiar; 4) condujera investigaciones adecuadas sobre las 
alegaciones de esterilizaciones forzosas e informara sobre sus resultados y en su caso las sanciones impuestas y las 
medidas de reparación brindadas, y 5) informara sobre las medidas adoptadas para promover los servicios de salud 
comunitarios para los pueblos indígenas con su plena participación.  

La Comisión toma nota de que el Gobierno niega que exista una política de Estado o práctica sistemática que 
promueva las violaciones de los derechos sexuales y reproductivos de la población. Por el contrario, existe una política 
que promueve un mayor conocimiento de la salud reproductiva entre los miembros de los pueblos indígenas. El Gobierno 
envía información sobre los programas de salud reproductiva implementados en la población, que según el Gobierno 
también benefician a los pueblos indígenas y subraya que los métodos anticonceptivos son utilizados con pleno 
conocimiento y con consentimiento de los usuarios. El Gobierno se refiere también a las personas atendidas por la 
consejería de planificación familiar y al número de personas que optaron por métodos anticonceptivos temporales y 
definitivos El Gobierno indica que el Programa IMSS-Oportunidades está en contacto constante con terapeutas 
tradicionales que utilizan recursos terapéuticos locales para la atención de diversos problemas de salud, promoviendo la 
derivación a las unidades médicas cuando el problema requiere atención institucional. El Gobierno señala asimismo que a 
petición de la mesa de equidad de género del CDI se prevé llevar a cabo una consulta nacional sobre la situación de las 
mujeres indígenas en sus pueblos y comunidades entre cuyos temas principales se encuentran los derechos reproductivos. 
La Comisión pide al Gobierno que informe sobre el impacto en los pueblos indígenas de las medidas y programas de 
salud reproductiva adoptados. También pide al Gobierno que tome las medidas necesarias para garantizar que cuando 
se pongan a disposición de los pueblos indígenas métodos anticonceptivos, los mismos se implementen sólo con su 
consentimiento libre y pleno así como un conocimiento pleno de sus efectos, especialmente en el caso de medidas 
anticonceptivas definitivas. La Comisión pide asimismo al Gobierno que continúe enviando información estadística 
sobre las personas que recurren a métodos anticonceptivos definitivos desglosada por sexo y por edad. Por último, al 
tiempo que reconoce la afirmación del Gobierno de que no existe una política de Estado o una práctica sistemática que 
implique una violación de los derechos sexuales y reproductivos de la población indígena, la Comisión pide al 
Gobierno que informe sobre las medidas adoptadas con miras a investigar los alegatos de SITRAJOR basados en los 
informes de la Comisión de Defensa de los Derechos Humanos y de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos 
de 2002. 

Seguimiento de las recomendaciones del comité tripartito (reclamación presentada en virtud del artículo 24 de la 
Constitución de la OIT) (documento GB.296/5/3). En sus comentarios anteriores, la Comisión pidió al Gobierno que 
enviara informaciones detalladas sobre las medidas adoptadas en seguimiento de las recomendaciones formuladas por el 
Consejo de Administración respecto de la reclamación presentada en 2002 por el Sindicato de Trabajadores de la Industria 
Metálica, Acero, Hierro, Conexos y Similares (STIMAHCS) en la que se alegaba la ausencia de consulta y participación 
de los pueblos indígenas en lo que respecta a los trabajos realizados por el Gobierno con relación a la carretera Oaxaca-
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Istmo-Huatulco. A este respecto, la Comisión toma nota de que el Gobierno señala que la CDI a través de la Dirección de 
Participación y Consulta Indígena llevó a cabo en 2004 una reunión de consulta sobre el diseño de un plan de desarrollo 
regional en donde se incluirían las posibles soluciones a los efectos y situaciones que hubieran podido generarse de la 
construcción de la carretera Oaxaca, Istmo y Huatulco, especialmente del tramo Salina Cruz-Huatulco. Esta Dirección 
instrumentó asimismo las medidas necesarias para subsanar las situaciones que dieron origen a tipo de reclamaciones 
sobre los proyectos y planes de desarrollo en la reunión mencionada, tomando como base el Sistema de Consulta Indígena. 
La Comisión pide al Gobierno que envíe informaciones más detalladas sobre las reclamaciones concretas que fueron 
presentadas en el marco de los trabajos realizados por el Gobierno con relación a la carretera Oaxaca-Istmo-Huatulco, 
el modo en que las mismas fueron solucionadas y si dieron lugar al pago de indemnizaciones.  

Comentarios presentados por el Sindicato de Trabajadores de «La Jornada» (SITRAJOR). La Comisión toma nota 
de que en sus comunicaciones de fechas 7 de septiembre de 2009 y 4 de agosto de 2010 el SITRAJOR se refiere a la 
designación, en mayo de 2009, de un delegado gubernamental para el Estado de Guerrero de la Comisión Nacional para el 
Desarrollo de los Pueblos Indígenas (CDI) que no es indígena sin haber consultado con los representantes de los pueblos 
indígenas. El SITRAJOR señala que, sin embargo, en 2001 se había permitido que el Consejo Guerrerense «500 años de 
Resistencia Indígena» designara a un miembro indígena como representante. Lo mismo sucedió en 2008, cuando una 
convención estatal indígena seleccionó una terna de la cual salió elegido el delegado indígena. Esto provocó la protesta de 
los pueblos indígenas de Guerrero que tomaron las instalaciones del CDI por cinco semanas. Por este motivo, según la 
organización querellante, se iniciaron cuatro acciones penales contra cinco dirigentes indígenas. La Comisión toma nota 
de que el Gobierno señala que la designación del delegado de la CDI en el Estado de Guerrero fue realizada de 
conformidad con lo establecido en los artículos 58 y 59 de la Ley Federal de Entidades Paraestatales y el artículo 12 de la 
Ley de la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas. El Gobierno indica que ninguna de esas 
disposiciones prevé que la designación de los delegados gubernamentales de la CDI deba llevarse a cabo a través de 
consultas con los pueblos indígenas. El Gobierno añade que no existe en la actualidad acción penal pendiente contra los 
dirigentes indígenas que ocuparon la sede de la CDI. A este respecto, la Comisión, al tiempo que reconoce que no existe 
obligación legal de llevar a cabo una consulta con los pueblos indígenas antes de designar a los delegados 
gubernamentales, observa que los pueblos indígenas habían participado en dos ocasiones anteriores en la designación del 
mismo y subraya la importancia, para el ejercicio de sus funciones, de que el delegado estatal cuente con la confianza de 
las partes. En estas condiciones, la Comisión invita al Gobierno a que en el futuro, al momento de designar a los 
delegados gubernamentales tenga en cuenta la importancia de que éstos cuenten con la confianza de los pueblos 
indígenas concernidos a fin de que puedan ejercer sus funciones de la mejor manera posible.  

La Comisión plantea otros puntos en una solicitud dirigida directamente al Gobierno. 

Paraguay 
Convenio sobre pueblos indígenas y tribales, 1989 (núm. 169) 
(ratificación: 1993) 
La Comisión toma nota de la comunicación de la Confederación Sindical Internacional (CSI), de 31 de agosto de 

2011, transmitiendo las observaciones de la Central Nacional de Trabajadores de Paraguay (CNT) según las cuales los 
pueblos originarios son explotados, trabajando más de doce horas diarias recibiendo a cambio sólo la comida. La 
Comisión pide al Gobierno que envíe sus comentarios al respecto. 

La Comisión toma nota de que no se ha recibido la memoria del Gobierno. Por consiguiente, la Comisión se ve 
obligada a reiterar su observación anterior, redactada como sigue: 

La Comisión recuerda que en 2006 la Comisión de Aplicación de Normas de la Conferencia instó al Gobierno a tomar 
medidas que posibiliten comunicar informaciones completas sobre las cuestiones planteadas por la Comisión de Expertos de 
manera periódica. En 2008, la Comisión lamentó tomar nota de que no se había recibido la memoria del Gobierno y, en 
consecuencia, reiteró sus comentarios anteriores. Al tomar nota que la memoria del Gobierno se recibió en septiembre de 2009, 
la Comisión confía en que el Gobierno seguirá realizando esfuerzos para presentar sus memorias regularmente. 

Artículo 20 del Convenio. Contratación y condiciones de empleo. La Comisión se refiere a sus comentarios anteriores 
sobre la discriminación salarial y de trato basada en el origen indígena de los trabajadores, en particular de quienes trabajan 
asentados en las estancias del interior del país o para las comunidades menonitas en condiciones que en ciertos casos constituyen 
situaciones de trabajo forzoso. La Comisión toma nota de las conclusiones del informe relativo a la misión a Paraguay del Fórum 
Permanente de las Naciones Unidas para Cuestiones Indígenas de 2009 según las cuales existe un sistema de servidumbre y 
trabajo forzoso en el Chaco. Toma nota de la indicación del Gobierno respecto a que el Ministerio de Justica y Trabajo ha creado, 
por resolución núm. 230 de 2009 una comisión tripartita, la Comisión de Derechos Fundamentales en el Trabajo y Prevención del 
Trabajo Forzoso, que se encarga de elaborar un plan de acción sobre los derechos fundamentales en el trabajo y prevención del 
trabajo forzoso y cuenta con la participación del Instituto Paraguayo del Indígena (INDI). Asimismo, toma nota de que en el mes 
de septiembre de 2008 se inauguró la Oficina de la Dirección Regional del Trabajo en la localidad de Teniente Irala Fernández 
(Chaco). Toma nota, además, de que la erradicación del trabajo forzoso figura entre las prioridades del Programa Nacional de 
Trabajo Decente firmado en.2009 y que en este ámbito se contempla la promoción del Convenio. La Comisión solicita al 
Gobierno que proporcione amplia información sobre la implementación del plan de acción referido y su impacto sobre la 
erradicación del trabajo forzoso de los pueblos indígenas, incluyendo igualmente informaciones sobre la medida en que los 
pueblos indígenas interesados fueron consultados y participaron en la elaboración de dicho plan. Asimismo, la Comisión 
solicita al Gobierno que proporcione información sobre los resultados de las inspecciones llevadas a cabo por la Oficina de la 
Dirección Regional del Trabajo del Chaco, las soluciones adoptadas y las sanciones impuestas, y sobre toda otra iniciativa 
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llevada a cabo por dicha Oficina con el fin de eliminar el trabajo forzoso y la discriminación de trato en contra de los pueblos 
indígenas, especialmente con relación a las situaciones que se han registrado en las estancias y comunidades menonitas. La 
Comisión también se refiere a sus comentarios sobre la aplicación del Convenio sobre el trabajo forzoso, 1930 (núm. 29). 

Artículos 2, 6, y 33. Acción coordinada y sistemática y consulta. La Comisión toma nota de que, según se desprende de 
la memoria del Gobierno, el INDI puede contar con la colaboración de una serie de organizaciones indígenas y el soporte de 
varias articulaciones, tales como la Coordinadora por la Autodeterminación de los Pueblos Indígenas (CAPI). A tal respecto, la 
Comisión toma nota de que en abril de 2009 la CAPI elaboró, con la participación de 15 organizaciones indígenas, unas 
«Propuestas de Políticas Públicas para Pueblos Indígenas». Toma nota asimismo de que, mediante decreto núm. 1945 se creó el 
Programa Nacional de Atención a los Pueblos Indígenas (PRONAPI) coordinado por el INDI en el marco del cual, según la 
memoria, se procederá a realizar consultas con los pueblos indígenas para que definan ellos mismos sus necesidades. La 
Comisión entiende que, a partir de los resultados obtenidos a través de las consultas relativas al PRONAPI y a la iniciativa de la 
CAPI anteriormente mencionada, se podría llegar a la definición de una política indígena y una reforma legislativa que incluya 
también la creación de un órgano del Estado sobre asuntos indígenas con la participación de los pueblos indígenas tanto en su 
definición, como en su integración. Al tiempo que nota las varias organizaciones que colaboran con el INDI y sus diferentes 
articulaciones, la Comisión resalta la importancia de institucionalizar la participación de los pueblos cubiertos por el Convenio en 
la elaboración, aplicación y supervisión de las políticas públicas que les afecten de conformidad con los artículos 2 y 33 del 
Convenio. La Comisión solicita al Gobierno que proporcione información sobre los resultados de las consultas llevadas a cabo 
con respecto al PRONAPI y a la iniciativa de la CAPI y sobre toda iniciativa de reforma legislativa que derive de ellos, incluso 
respecto al perfil de la institucionalización de la participación indígena. Al notar que la Red de Derechos Humanos del Poder 
Ejecutivo, creada en junio de 2009, es competente para definir un cronograma de acciones a implementarse con miras a, 
entre otros, formular e impulsar proyectos de ley de adecuación normativa a partir de los instrumentos internacionales 
ratificados por el Estado, la Comisión solicita igualmente al Gobierno que transmita información sobre las iniciativas 
emprendidas por dicha Red con respecto al Convenio y sobre la manera en que se asegura la coordinación con el INDI y la 
participación de los pueblos interesados. 

Artículo 14. Derechos a la tierra. La Comisión toma nota de que, según se desprende del informe relativo a la misión a 
Paraguay del Fórum Permanente de las Naciones Unidas para Cuestiones Indígenas anteriormente mencionado, el 45 por ciento 
de las comunidades indígenas del país todavía no disponen de un título legal sobre sus tierras. La Comisión toma nota asimismo 
de que, en julio de 2009, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos presentó una demanda ante la Corte Interamericana 
en el caso núm. 12420 concerniente a los derechos a la tierra de la comunidad indígena Xákmok Kásek del pueblo Enxet-Lengua, 
encontrándose desde 1990 en tramitación la solicitud de reivindicación territorial de dicha comunidad. La Comisión toma nota de 
las informaciones proporcionadas por el Gobierno en cuanto a las normas vigentes en materia de reivindicación de tierras por 
parte de comunidades indígenas y a las dificultades encontradas en la práctica debido a la dispersión y creación de nuevas 
comunidades. La Comisión toma nota igualmente de que, desde el año 2008, se viene implementando el proyecto de 
«Regularización de Tierras Indígenas» (RTI) sobre la base de un convenio firmado entre el INDI y el Banco Mundial. La 
Comisión solicita al Gobierno que adopte todas las medidas necesarias, incluidas medidas de carácter procedimental, para 
progresar rápidamente, en consulta con los pueblos interesados, en lo que respecta a la regularización de las tierras indígenas 
y le solicita que proporcione información sobre: 

i) los avances logrados en el marco del proyecto INDI/Banco Mundial a tal respecto; 

ii) las iniciativas realizadas por la Comisión interinstitucional responsable de la ejecución de las acciones 
necesarias para el cumplimiento de las sentencias internacionales (CICSI); 

iii) el porcentaje de comunidades indígenas cuyas tierras todavía no han sido regularizadas. 

La Comisión se refiere además a sus comentarios anteriores y solicita al Gobierno que proporcione información sobre 
la aplicación de las leyes núms. 1372/88 y 43/89 que establecen un régimen para la regularización de los asentamientos de las 
comunidades indígenas, en particular en lo concerniente a las medidas adoptadas o previstas para dar solución a los casos de 
ocupaciones de tierra insuficientes en relación con el número de indígenas reclamantes, y sobre el establecimiento de 
procedimientos adecuados en el marco del sistema jurídico nacional, en cumplimiento del artículo 14, párrafo 3. 

Artículo 15. Recursos naturales. Con relación a la explotación forestal, la Comisión toma nota que mediante resolución 
núm. 1324 de 2008, el INDI suspendió sine die la aplicación de la resolución núm. 139/07 sobre gestión ambiental y manejo 
forestal en tierras asignadas a comunidades indígenas hasta que una consulta adecuada con los pueblos indígenas la revise y 
corrija o la deje definitivamente sin efecto. La Comisión toma nota de que la resolución núm. 139/07 fue adoptada con el fin de 
«restringir la notoria depredación que se observa en varias comunidades» y que su suspensión fue determinada a causa de que «en 
muchos ámbitos se ha confundido la autorización para realizar planes de manejo con la depredación de recursos forestales». La 
Comisión solicita al Gobierno que informe sobre las consultas realizadas a fin de revisar la resolución núm. 139/07 en tierras 
asignadas a comunidades indígenas y sus resultados, y sobre las medidas adoptadas para proteger los derechos de los pueblos 
indígenas a los recursos naturales existentes en sus tierras, incluyendo sus derechos a participar en la utilización, 
administración y conservación de dichos recursos. La Comisión solicita nuevamente al Gobierno que proporcione 
información sobre las sanciones impuestas por la Fiscalía de Medio Ambiente a petición del INDI en caso de delitos 
ecológicos y sobre solicitudes presentadas al INDI por empresas de prospección para que informe sobre la existencia de 
comunidades indígenas en algunas zonas del país.  

La Comisión envía una solicitud directamente al Gobierno sobre otros puntos. 

La Comisión espera que el Gobierno haga todo lo posible para adoptar, en un futuro cercano, las medidas 
necesarias. 

Perú 
Convenio sobre pueblos indígenas y tribales, 1989 (núm. 169) 
(ratificación: 1994) 
La Comisión toma nota de los comentarios de la Central Unitaria de Trabajadores del Perú (CUT) y el Sindicato 

general de Comerciantes Mayoristas y Minoristas Centro Comercial Grau Tacna (SIGECOMGT), de 28 de abril de 2011, 
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y de los comentarios de la Confederación General de Trabajadores del Perú (CGTP), de 25 de julio de 2011. Finalmente, 
la Comisión toma nota de los comentarios presentados por la Organización Internacional de Empleadores, de 19 de 
octubre de 2011. La Comisión pide al Gobierno que envíe sus observaciones respecto de estos comentarios.  

La Comisión recuerda que la Comisión de la Conferencia, en su reunión de 2010, había acogido con agrado la 
adopción por el Congreso de la República de la ley de consulta previa y había manifestado su confianza en que la misma 
sería promulgada rápidamente por el Presidente. Sin embargo, en su última reunión, la Comisión tomó nota de que el 
Presidente no había promulgado la ley y que había formulado una serie de observaciones sobre la misma. A este respecto, 
la Comisión toma nota con satisfacción de la adopción con fecha 23 de agosto de 2011 de la «Ley del Derecho a la 
Consulta Previa a los Pueblos Indígenas u Originarios, Reconocido en el Convenio núm. 169 de la OIT» por parte del 
Congreso de la República que fue promulgada por el Presidente de la Nación el 7 de septiembre de 2011. En virtud del 
artículo 1, la nueva ley debe ser interpretada de conformidad con el Convenio. Observando que la ley mencionada 
establece que se debe expedir un reglamento de aplicación de la misma en el plazo de 180 días, la Comisión pide al 
Gobierno que tome las medidas necesarias con miras a asegurar que el reglamento que se adopte tenga plenamente en 
cuenta las disposiciones del Convenio. La Comisión pide al Gobierno que envíe información al respecto así como sobre 
toda medida relativa a la implementación de la ley. Dicha información será examinada por la Comisión en su próxima 
reunión junto con las demás cuestiones pendientes. 

Túnez 
Convenio sobre poblaciones indígenas y tribuales, 1957 (núm. 107) 
(ratificación: 1962) 
La Comisión toma nota de la breve memoria del Gobierno, en la que se indica que los beréberes son los primeros 

habitantes de Túnez, hecho que es aceptado por los tunecinos que en general reconocen sus orígenes beréberes. Además, 
el Gobierno indica que la sociedad tunecina es homogénea y que no existe el fenómeno de discriminación racial. 

La Comisión recuerda que, en sus comentarios anteriores, había pedido al Gobierno que respondiese en detalle a sus 
comentarios. La Comisión pide al Gobierno que transmita información concreta sobre las medidas adoptadas o 
previstas para dar efecto a las disposiciones pertinentes del Convenio en lo que respecta a las comunidades beréberes, y 
más específicamente sobre las medidas adoptadas para buscar la colaboración de los representantes de estas 
poblaciones (artículo 5, a)). 

Asimismo, recordando que el Convenio fue revisado por el Convenio sobre pueblos indígenas y tribales, 1989 
(núm. 169), la Comisión alienta al Gobierno a considerar la posibilidad de ratificar este último Convenio. 

Solicitudes directas 
Además, se han enviado directamente a los siguientes Estados solicitudes relativas a ciertos puntos: el Convenio 

núm. 107 (El Salvador, India); el Convenio núm. 169 (Argentina, Guatemala, México, Paraguay). 

 


